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ESTUDIOS PREVIOS QUE JUSTIFICA LA NECESIDAD DE CONTRATAR MEDIANTE LA 
MODALIDAD DE CONTRATACIÓN DIRECTA LA “INTERVENTORIA TECNICA, 
ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, AMBIENTAL Y SST AL CONTRATO DE OBRA DE 
URGENCIA MANIFIESTA CUYO OBJETO ES CONSTRUCCION DE LA INFRAESTRUCTURA 
PARA LA ESTABILIZACION DE LA EROSION COSTERA DE PLAYA SALGUERO SANTA 
MARTA” 
 

1. DE LA NECESIDAD QUE LA ENTIDAD ESTATAL PRETENDE SATISFACER 
DESCRIPCIÓN CON EL PROCESO DE CONTRATACIÓN. 

 

El borde costero donde se localiza el sector de Playa Salguero en la ciudad de Santa Marta (el 
cual se extiende unos 1.3 Km desde Punta de La Gloria hasta la de desembocadura del río 
Gaira), se encuentra en proceso de erosión, proceso que se ha venido incrementando en la 
última década con el incremento de construcciones de edificaciones e infraestructuras en el 
sector. 
 
De acuerdo con INVEMAR, en los conceptos “Estudios de erosión costera en Playa Salguero, 
Rodadero, Santa Marta (Magdalena)” realizado en el año 2016 y el “Concepto técnico sobre la 
problemática de erosión costera en Playa Salguero, los daños ambientales causados por un 
espolón construido a la altura del Edificio Playa Linda y las posibilidades de restauración 
ambiental de la playa” realizado en el año 2021, en el sector de Playa Salguero se viene 
presentado la erosión de la costa desde el año 1950, asociado al desarrollo urbano acelerado 
con la construcción de edificaciones e infraestructuras que ha generado cambios en la circulación 
de sedimentos, cambios en las cuencas hidrográficas del sector como es la del río Gaira por la 
tala de bosques, ampliación de fronteras forestales, extracción de materiales (arenas) y el bajo 
caudal y aportes de sedimentos por parte del río. 
 
Como medidas de mitigación contra la erosión en el sector, se tiene que por parte de la 
comunidad se realizó la construcción de un espolón de aproximadamente 30 metros constituido 
por bolsas rellenas de concreto (Bolsacreto) en el año 2016 a la altura del Edificio Playa Linda. 
 
Esta obra de acuerdo al concepto de INVEMAR, fue una obra que fue ejecutada sin estudios y 
diseños previos y el efecto inmediato que ha tenido, es que hacia la zona Este ha generado playa 
debido a la acumulación de sedimentos, pero hacia el sector Oeste se ha incrementado el 
proceso de erosión, dividiendo a la unidad morfológica en dos tramos. 
 
La construcción del espolón, ha traído consigo un desequilibrio de la dinámica litoral en el sector, 
cortando el “bajo” aportación de sedimento por parte del río Gaira así como; el sedimento 
aportado por las corrientes por efecto del oleaje. Lo anterior ha implicado que la playa no se 
recupere, especialmente hacia el sector Oeste sin que se haya logrado mitigar el proceso 
erosivo. 
 
Al analizar imágenes satelitales de los últimos años, se observa que efectivamente el sector 
presenta un aumento en la tasa de retroceso de la línea de costa, con un promedio anual de 2 a 
5 m de retroceso. Lo anterior ha hecho que, en algunos sectores, las infraestructuras existentes 
tales como edificaciones se encuentren expuestas ante el mar, que podría agravarse con la 
ocurrencia de fenómenos climáticos tales como mares de leva, altos oleajes, huracanes entre 



 
    

 

 

   

 

2 

otros. Así mismo, la perdida continua de la playa con el tiempo ha producido que poco a poco la 
explotación turística del sector haya disminuido, afectando a la economía local del sector. 

 

Que el Artículo 2 de la Constitución Política de Colombia, establece que las autoridades de la 
República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia en su 
vida, bienes, honra y demás derechos y libertades.  

 

Que el Artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, establece que la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, 
mediante descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones.  

 

Que mediante la Ley 1523 del 24 de abril de 2012, se adopta la política nacional de gestión del 
riesgo de desastres y se establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo, indica en su 
artículo 1 ° que, "La gestión del riesgo de desastres, es un proceso social orientado a la 
formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas, estrategias, planes, programas, 
regulaciones, instrumentos, medidas y acciones permanentes para el conocimiento y la 
reducción del riesgo y para el manejo de desastres, con el propósito explícito de contribuir a la 
seguridad, el bienestar, la calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible."  

 
Que el Artículo 1 de la Ley 1523 de 2012 complementa, "Por tanto, La gestión del riesgo se 
constituye en una política de desarrollo indispensable para asegurar la sostenibilidad, la 
seguridad territorial, los derechos e intereses colectivos, mejorar la calidad de vida de las 
poblaciones y las comunidades en riesgo y, por lo tanto, está intrínsecamente asociada con la 
planificación del desarrollo seguro, con la gestión ambiental territorial sostenible, en todos los 
niveles de gobierno y la efectiva participación de la población".  

 
Parágrafo 2. "Para todos los efectos legales, la gestión del riesgo incorpora lo que hasta ahora 
se ha denominado en normas anteriores prevención, atención y recuperación de desastres, 
manejo de emergencias y reducción de riesgos"; Que en la Ley 1523 de 2012, estableció dentro 
de sus principios el de precaución, el cual determina que, "Cuando exista la posibilidad de daños 
graves o irreversibles a las vidas, a los bienes y derechos de las personas, a las instituciones y 
a los ecosistemas como resultado de la materialización del riesgo en desastre, las autoridades y 
los particulares aplicarán el principio de precaución en virtud del cual la falta de certeza científica 
absoluta no será óbice para adoptar medidas encaminadas a prevenir, mitigar la situación de 
riesgo."  

 
Que la citada ley definió la emergencia como; "situación caracterizada por la alteración o 
interrupción intensa y grave de las condiciones normales de funcionamiento u operación de una 
comunidad, causada por un evento adverso o por la inminencia del mismo, que obliga a una 
reacción inmediata y que requiere la respuesta de las instituciones del Estado, los medios de 
comunicación y de la comunidad en generar, presupuestos que se evidencian notoriamente en 
el Distrito de Santa Marta con ocasión de la prolongada ausencia de precipitaciones producto de 
las alteraciones y fenómenos climáticos en el planeta.  

 

Que a partir del artículo 57 y sub siguientes del Capítulo Sexto (Declaratoria de Desastre, 
Calamidad Pública y Normatividad) de la Ley 1523 de 2012, se encuentra regulado la declaratoria 
de situación de calamidad pública en el territorio nacional, departamental y distrital y en su 
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Artículo 58 se define expresamente la calamidad pública, se establecen los criterios para ser 
declarada, así como las autoridades facultades para tales efectos, en el siguiente sentido:  

 
"Artículo 58. Calamidad pública. Para los efectos de la presente ley, se entiende por calamidad 
pública, el resultado que se desencadena de la manifestación de uno o varios eventos naturales 
o antropogénicos no intencionales que al encontrar condiciones propicias de vulnerabilidad en 
las personas, los bienes, la infraestructura, los medios de subsistencia, la prestación de servicios 
o los recursos ambientales, causa daños o pérdidas humanas, materiales, económicas o 
ambientales, generando una alteración intensa, grave y extendida en las condiciones normales 
de funcionamiento de la población, en el respectivo territorio, que exige al distrito, municipio, o 
departamento ejecutar acciones de respuesta, rehabilitación y reconstrucción." 

 
A su vez el Artículo 59, establece los "Criterios para la declaratoria de desastre y calamidad 
pública. La autoridad política que declare la situación de desastre o calamidad, según sea el 
caso, tendrá en consideración los siguientes criterios: 

 
1. Los bienes jurídicos de las personas en peligro o que han sufrido daños. Entre los bienes 

jurídicos protegidos se cuentan la vida, la integridad personal, la subsistencia digna, la 
salud, la vivienda, la familia, los bienes patrimoniales esenciales y los derechos 
fundamentales económicos y sociales de las personas. 

2. Los bienes jurídicos de la colectividad y las instituciones en peligro o que han sufrido 
daños. Entre los bienes jurídicos así­ protegidos se cuentan el orden público material, 
social, económico y ambiental, la vigencia de las instituciones, políticas y administrativas, 
la prestación de los servicios públicos esenciales, la integridad de las redes vitales y la 
infraestructura básica. 

3. El dinamismo de la emergencia para desestabilizar el equilibrio existente y para generar 
nuevos riesgos y desastres. 

4. La tendencia de la emergencia a modificarse, agravarse, reproducirse en otros territorios 
y poblaciones o a perpetuarse. 

5. La capacidad o incapacidad de las autoridades de cada orden para afrontar las 
condiciones de la emergencia. 

6. El elemento temporal que agregue premura y urgencia a la necesidad de respuesta. 
7. La inminencia de desastre o calamidad pública con el debido sustento fáctico. 
 

Y demás disposiciones dispuestas en el decreto No. 50 de 06 de abril de 2022 POR MEDIO DEL 
CUAL SE DECLARA LA CALAMIDAD PUBLICA POR EROSION COSTERA EN EL DISTRITO 
TURISTICO CULTURAL E HISTORICO DE SANTA MARTA EN LA ZONA DE POZOS 
COLORADOS Y PLAYA SALGUERO, SE DECLARA LA URGENCIA MANIFIESTA Y SE 
ADOPTAN OTRAS DISPOSICIONES, y prorrogado por el decreto No. 307 de 4 de noviembre 
de 2022. 
 
Que el Consejo Distrital para la Gestión del Riesgo de Desastres de Santa Marta, sesionó el 6 
de abril de 2022 y por votación mayoritaria recomendó la ratificación del contenido del acta del 3 
de marzo de 2022 así como también la inclusión en el decreto distrital de declaratoria de 
calamidad pública por erosión costera, del sector denominado Playa Salguero, teniendo en 
cuenta la actual situación de alto riesgo en dicha zona, sumado a que cursa en el Tribunal 
Administrativo Del Magdalena acción de protección de los derechos colectivos de radicado 
4700123330002016-0048200 en contra del Distrito, siendo demandante el ciudadano 
RODRÍGUEZ MARTÍNEZ SILVA Y OTROS.  
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Que el Consejo Distrital para la Gestión del Riesgo de Desastres de Santa Marta, se reunió el 27 
de marzo de 2023, tal como consta en el acta No. 02-2023, obrando pronunciamientos sobre la 
situación actual de la problemática en el sector de Playa Salguero, donde se socializó y analizó 
la situación de riesgo ahí suscitada. 
 
Que en el Consejo Distrital para la Gestión del Riesgo de Santa Marta, se expuso lo concerniente 
al Decreto 050 del 6 de abril de 2022, en el cual se declaró la situación de calamidad pública 
antes referida, con el fin de buscar acciones que permitieran mitigar el fenómeno, acompañado 
de la orden de crear una mesa de trabajo que diera lugar al cumplimiento del fallo de segunda 
instancia del Consejo de Estado, dentro del radicado No. 47001 -23- 31-000- 2011- 08425 – 02, 
con el objetivo de definir, adoptar y ejecutar el plan maestro de erosión costera del departamento 
del Magdalena.  
 
Que en desarrollo de dicha sesión del Consejo se realizó la socialización de un estudio de 
ingeniería relacionado con la situación de erosión costera en el sector de Playa Salguero. 
 
Que el citado estudio técnico señaló que en el departamento del Magdalena se presentan altas 
tasas de erosión, con una fuerte incidencia de procesos de índole natural y antropogénica que 
incluyen el ascenso relativo del Nivel del Mar, eventos extremos, variaciones en el balance 
sedimentario (naturales y antropogénicas) y concretamente en la zona de Playa Salguero, los 
factores que más favorecen a la erosión costera son el desbalance de aportes de sedimentos del 
rio Gaira, el cual esta posiblemente asociado a fenómenos de variabilidad climática tipo El Niño 
y los a procesos de origen antrópico como la extracción de arena.  
 
Que dentro de las conclusiones del estudio se determinó: "Si no se ejecuta un proyecto para 
detener el avance de este fenómeno en la zona estudiada se afectarán la infraestructura, la 
población y su economía, los ecosistemas que hasta este momento se encuentran allí y estarían 
al borde de desaparecer; ya que playa salguero es un sector, de acuerdo con el mapa de uso de 
suelo del distrito netamente residencial, turístico y hotelero - ART-2. También los manglares, que 
ayudan a proteger y estabilizar las zonas costeras, pues quedan más expuestos al embate del 
oleaje, lo que a su vez afecta a los peces, y por último esto afecta el consumo."  
 
Que el artículo 42 de la Ley 80 de 1993 señala en relación con la Urgencia Manifiesta que, "Existe 
urgencia manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la 
prestación de servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro, cuando se presenten 
situaciones relacionadas con los Estados de Excepción; cuando se trate de conjurar situaciones 
excepciona/es relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre 
que demanden actuaciones inmediatas y, en general cuando se trate de situaciones similares 
que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concursos públicos.  
 
La urgencia manifiesta se declara mediante acto administrativo motivado.  La expresión 
"Concurso" fue derogada por el art. 32 de la Ley 1150 de 2007.  
 
Parágrafo. - Con el fin de atender las necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, 
se podrán hacer los traslados presupuesta/es internos que se requieran dentro del presupuesto 
del organismo o entidad estatal correspondiente."  Que la Corte Constitucional en sentencia 
constitucional C-772 de 1998, declaró exequible el Parágrafo del artículo 42, bajo el entendido 
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de que los traslados presupuesta/es internos a que se refiere dicha norma se efectúen afectados 
exclusivamente al anexo del decreto de liquidación del Presupuesto".  
 
Que el Decreto Único Reglamentario 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.2., manifiesta como 
causal de contratación directa la urgencia manifiesta y precisa que "el acto administrativo que la 
declare hará las veces del acto administrativo de justificación, y en este caso la Entidad Estatal 
no está obligada a elaborar estudios y documentos previos". 

 
Que atendiendo la recomendación del Consejo Distrital para la Gestión del Riesgo de Desastres 
de Santa Marta, la Alcaldesa Distrital de Santa Marta en uso de sus facultades, mediante Decreto 
092 del 3 de abril de 2023, declaró la calamidad pública por erosión costera de la zona playa 
salguero, el cual dispone en el artículo primero: 

ARTÍCULO PRIMERO: Declárese la situación de calamidad pública por Erosión Costera 
específicamente para la zona de Playa Salguero en el Distrito Turístico, Cultural e Histórico de 
Santa Marta, por las razones expuestas en la parte considerativa del presente decreto.  

Del mismo modo se señaló en los artículos cuarto, quinto y sexto lo siguiente:  

“ARTÍCULO CUARTO: Declárese la Urgencia Manifiesta en el Distrito de Santa Marta en virtud 
de la situación de calamidad pública por erosión costera en el sector de Playa Salguero del Distrito 
de Santa Marta, de acuerdo con lo considerado en la parte motiva de la presente, por el término 
de seis (6) meses calendario, contados a partir de la vigencia de este Decreto.  

ARTÍCULO QUINTO: La presente declaración de Urgencia Manifiesta tiene como objetivo 
general que el Distrito de Santa Marta cuente con los mecanismos presupuestales y contractuales 
para tomar las medidas que sean necesarias y oportunas para realizar las intervenciones 
requeridas para evitar el riesgo inminente declarado mediante el presente Decreto Distrital.  

ARTÍCULO SEXTO: Como consecuencia de lo establecido en el artículo anterior, la 
Administración del Distrito de Santa Marta, acudirá a la modalidad de contratación directa para el 
suministro de bienes, la prestación de servicios  o la ejecución de obras en inmediato futuro que 
tengan como objetivo prevenir, contener y mitigar los efectos de la erosión costera en el sector de 
la zona costera de playa salguero, así como para realizar las labores que sean necesarias para 
optimizar el flujo de los recursos al interior del sistema departamental de salud.” 

Que en virtud de lo expuesto El Distrito de Santa Marta, con ocasión a la declaratoria de urgencia 
manifiesta antes señalada, el día 9 de junio de 2023 envió invitación a presentar propuesta a tres 
(3) personas jurídicas para ejecutar la obra que tiene por objeto: “CONSTRUCCIÓN DE LA 
INFRAESTRUCTURA PARA LA ESTABILIZACIÓN DE LA EROSIÓN COSTERA DE PLAYA 
SALGUERO – SANTA MARTA”, en virtud de su experiencia e idoneidad, aceptando la oferta 
presentada por la UNION TEMPORAL PROTECCION COSTERA PLAYA SALGUERO, 

mediante Resolución No. 350 de 20 de junio de 2023.  
 
Que la Ley 80 de 1993 artículo 32 numeral 1º señala que los contratos de obra que hayan sido 
celebrados como resultado de un proceso de licitación, la interventoría deberá ser contratada 
con una persona independiente de la entidad contratante y del contratista, quien responderá por 
los hechos y omisiones que le fueren imputables en los términos previstos en el artículo 53 del 
referido estatuto. 

 

Que tal como se ha expuesto, la obra objeto de interventoría fue contratada a través de la 
modalidad de contratación directa, causal Urgencia Manifiesta, y para la entidad, en razón de los 
Riesgos del contrato, el valor del contrato, la complejidad y extensión del mismo, considera 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0080_1993_pr001.html#53
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necesario y oportuno contratar interventoría externa a través de la modalidad de contratación 
directa, causal urgencia manifiesta.  
 
En virtud de lo anterior, cumpliendo con los preceptos constitucionales de la dignidad humana, y 
los principios generales de la gestión del riesgo, consagrados en la ley 1523, se considera 
necesario oportuno celebrar contrato de interventoría cuyo objeto es: “INTERVENTORIA 
TECNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, AMBIENTAL Y SST AL CONTRATO DE OBRA 
DE URGENCIA MANIFIESTA CUYO OBJETO ES CONSTRUCCION DE LA 
INFRAESTRUCTURA PARA LA ESTABILIZACION DE LA EROSION COSTERA DE PLAYA 
SALGUERO SANTA MARTA”, con ocasión a la urgencia manifiesta declarada mediante decreto 

050 del 6 de abril de 2022 y 092 del 3 de abril de 2023.  
 

1.1.1. Localización de la obra objeto de interventoría  
 

 
 

1.2. Ítems a ejecutar en la obra objeto de interventoría   

 

ÍTEM DESCRIPCIÓN UNIDAD CANTIDAD 

1 PRELIMINARES 

1.1 Cerramiento y señalización Ml 250 

2 CONTROL TOPO-BATIMÉTRICO 

2.1 Control Topo-batimétrico  Mes 12 

2.2 Batimetría de control general en zona de trabajo Und 8 

3 CONSTRUCCIÓN DE ESPOLONES 

3,1 
Suministro y Colocación de Roca 20/40/60/80 cm para Anclaje de los espolones E-1, E-2, E-3, E-
4, E-5 y E-6 

M3 1395 

3,2 
Suministro y Colocación de Roca 40/60/80 cm para Núcleo de los espolones E-1, E-2, E-3, E-4, 
E-5 y E-6 

M3 10873 
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3,3 
Suministro y  Colocación de Roca 80/100 cm para Coraza Tronco de los Espolones E-3, E-4, E-5 
y E-6 

M3 8451 

3,4 
Suministro y Colocación de Roca 100/110 cm para Coroza Morro de los Espolones E-3, E-4, E-5 
y E-6 

M3 562 

3,5 Suministro y Colocación de Roca 100/120 cm para Coraza Tronco de los Espolones E-1 y E-2 M3 5243 

3,6 Suministro y Colocación de Roca 110/120 cm Para Coraza Morro Espolones E-1 y E-2 M3 483 

4 APORTACIÓN DE ARENA 

4.1 
Suministro y Colocación de Aportación de Arena Zarandeada de Cantera Sin Lavar para la 

Conformación de las Playas 1, 2, 3, 4 y 5   
M3 162954,18 

5 VÍAS DE ACCESO Y OBRAS PROVIONALES 

5.1 
Relleno de material seleccionado de cantera - Roca de 5/20 cm, para adecuación de vía de 

acceso 
M3 2650 

5.2 Provisión paras obras complementarias, permisos, compensaciones, reparaciones viales Gl 1 

 
 

1.2.1.  ACTIVIDAES POR EJECUTAR Y ALCANCE LA OBRA OBJETO DE 
INTERVENTORÍA.  

 

ÍTEM DESCRIPCIÓN 

1 PRELIMINARES 

2 CONTROL TOPO-BATIMÉTRICO 

3 CONSTRUCCIÓN DE ESPOLONES 

4 APORTACIÓN DE ARENA 

5 VÍAS DE ACCESO Y OBRAS PROVIONALES 

 
1.3. Clasificación UNSPSC. 

 

El objeto del contrato, está codificado en el clasificador de bienes y servicios UNSPSC1, como se 
indica, a continuación: 

 

 

 

 

                                                
1 Identificado con el cuarto nivel del Clasificador de Bienes y Servicios, de ser posible o de lo contrario con el tercer nivel del mismo 
– Decreto 1082 de 2015. 
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Clasificación UNSPSC Descripción 

801015 Servicios de consultoría de negocios y 
administración corporativa 

801016 Gerencia de proyectos 

801116 Servicios de personal temporal 

801615 Servicios de apoyo gerencial 

811015 Ingeniería civil 

811415 Control de calidad 

 

 
1.4. Obligaciones específicas del CONTRATISTA 

 

El CONTRATISTA para cumplir con el objeto contractual deben cumplir con las siguientes 
obligaciones: 
 
Funciones Técnicas 
 

1) Verificar y aprobar la localización de los trabajos y de sus condiciones técnicas para 
iniciar y desarrollar el contrato, igualmente constatar la existencia de planos, diseños, 
licencias, autorizaciones, estudios, cálculos, especificaciones y demás consideraciones 
técnicas que estime necesarias para suscribir el acta de inicio y la ejecución del objeto 
pactado. 

2) Verificar que el contratista suministre y mantenga el personal o equipo ofrecido, con las 
condiciones e idoneidad pactadas inicialmente y exigir su reemplazo cuando fuere 
necesario. 

3) Estudiar y decidir los requerimientos de carácter técnico que no impliquen 
modificaciones al contrato. En caso de requerir modificaciones, justificar y solicitar al 
Área de Infraestructura los ajustes al contrato, aportando la documentación requerida 
para el efecto. 

4) Controlar el avance del contrato con base en el cronograma previsto y recomendar los 
ajustes a que haya lugar. 

5) Controlar e inspeccionar permanentemente la calidad de la obra, equipos, materiales, 
bienes, insumos y productos; ordenar y supervisar los ensayos o pruebas necesarias 
para el control de los mismos. 

6) Efectuar las justificaciones técnicas o económicas a que haya lugar y que se requieran 
durante las etapas contractual y poscontractual. 

7) Velar a fin de que se cumplan las normas, especificaciones técnicas y procedimientos 
previstos para la ejecución de las actividades contractuales y post-contractuales. 

8) Verificar las entregas de los bienes o la prestación de los servicios, de conformidad con 
lo establecido en el contrato correspondiente, dejando la constancia y justificación escrita 
respectiva. 

9) Proyectar las respuestas a los informes presentados o a las preguntas formuladas por 
los organismos de control del Estado o por cualquier autoridad o particular facultado para 
ello. 

10) Verificar, cuando a ello hubiere lugar, el reintegro al Distrito Santa Marta de los equipos, 
elementos y documentos suministrados y constatar su estado y cantidad. 
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11) Abrir y llevar el libro o bitácora para registrar en él las novedades, órdenes e 
instrucciones impartidas durante el plazo del contrato. 

12) Llevar a cabo las demás actividades conducentes al desarrollo del objeto contractual, 
conforme con los requerimientos técnicos pertinentes. 

13) Para el componente que incluya la realización de talleres ambientales, exigir constancia 
del número de visitas y de la evidencia de su realización mediante registro fotográfico, 
listado de asistentes y encuestas de satisfacción. 

14) Certificar el cumplimiento del contrato en sus diferentes etapas de ejecución. 
 
Funciones Administrativas 

 
1) Acopiar la documentación producida en la etapa precontractual que se requiera, a fin de 

contar con el máximo de información sobre el origen del contrato. 
2) Establecer mecanismos ágiles y eficientes para el desarrollo de las funciones a su cargo. 
3) Evitar que sus decisiones interfieran injustificadamente en las acciones del contratista. 
4) Llevar estricto control sobre la correspondencia que se produzca con el contratista 

durante la ejecución del contrato, de tal forma que el Distrito Santa Marta intervenga 
oportunamente frente a las solicitudes presentadas. 

5) Organizar la información y documentos que se generen durante la ejecución del contrato, 
manteniéndola a disposición de los interesados y enviar, una vez se produzca, copia de 
la misma al Área de Infraestructura. 

6) Coordinar con el Área de Infraestructura del Distrito Santa Marta, para efectuar 
seguimiento a las actuaciones contractuales. 

7) Definir los cronogramas que se seguirán durante el trámite de las etapas contractual y 
post-contractual. 

8) Integrar los comités a que haya lugar y participar de manera activa y responsable en su 
funcionamiento, dejando constancia de las diferentes reuniones que se celebren y 
decisiones que se adopten. 

9) Atender, tramitar o resolver toda consulta que eleve el contratista, de forma tal que se 
imprima agilidad al proceso de la solución de los problemas que se deriven del desarrollo 
de la actividad contractual. 

10) Tramitar las solicitudes de ingreso del personal y equipos del contratista o de personas 
externas a las áreas de influencia del contrato. 

11) Procurar que por causas atribuibles al Distrito Santa Marta no sobrevenga mayor 
onerosidad, es decir, se rompa el equilibrio financiero del contrato. 

12) Programar y coordinar con quien sea necesario reuniones periódicas para analizar el 
estado de ejecución y avance del contrato. 

13) Presentar informes sobre el estado de ejecución y avance del contrato, con la 
periodicidad que se requiera, atendiendo el objeto y naturaleza del mismo y un informe 
final de su ejecución. 

14) Exigir el cumplimiento de las normas de seguridad, salud en el trabajo y ambiental que 
sean aplicables, así dar cumplimiento a su SG-SST. Adelantar cualquier otra actuación 
administrativa necesaria para la correcta administración del contrato. 

15) Si el contrato no fue ejecutado a satisfacción y de conformidad con lo previsto 
contractualmente, el interventor deberá solicitar a la Subdirección Técnica la adopción 
de las medidas a que haya lugar y la declaratoria de siniestro ante la aseguradora, si 
fuere del caso. 
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Funciones financieras y contables 
 

1) Revisar los documentos necesarios para efectuar los pagos al contrato, incluyendo el 
recibo a satisfacción de los bienes o servicios objeto del mismo. 

2) Documentar los pagos y ajustes que se hagan al contrato y controlar el balance 
presupuestal del contrato para efecto de pagos y de liquidación del mismo. 

3) Verificar que las actividades adicionales que impliquen aumento del valor o modificación 
del objeto del contrato cuenten con autorización y se encuentren justificados técnica, 
presupuestal y jurídicamente. 

4) Elaborar la liquidación financiera y el balance de la ejecución contractual con fundamento 
en los informes y certificaciones requeridas para el efecto, incluyendo la constancia de 
pagos. Tal liquidación, acompañada de los soportes documentales correspondientes, 
será remitida por el interventor o supervisor al área correspondiente, según el caso, para 
su revisión a fin de aprobar el acta de liquidación. Los soportes documentales remitidos 
por el interventor deberán dar cuenta del nivel de cumplimiento del objeto y las 
obligaciones adquiridas por el contratista, incluyendo un informe que indique claramente 
como fue desarrollado el contrato. 

5) Una vez elaborada el acta de liquidación por el área competente, el interventor procederá 
a suscribirla. Así mismo, el interventor del contrato deberá adelantar todas las gestiones 
posibles a fin de que el acta de liquidación sea suscrita por el contratista. 

6) El interventor del contrato remitirá al área competente, según el caso, el acta de 
liquidación debidamente suscrita por él y por el contratista a fin de que el área adelante 
los trámites siguientes. 

7) En el caso de que la liquidación deba llevarse a cabo unilateralmente el interventor 
deberá seguir el mismo procedimiento previsto en este numeral con excepción del 
trámite de suscripción por parte del Contratista. 

 
Funciones ambientales y de SST 
 

1) Realizar el control al Plan de Manejo Ambiental de las obras, y verificar el cumplimiento 
de todas las normas, condicionantes, diseños, actividades y procesos recomendados en 
las medidas de manejo ambiental. 

2) Presentar informes mensuales correspondientes tanto al desarrollo de la obra, como el 
informe de seguimiento ambiental semanal, mensual y final estipulado dentro del PMA, 
estos informes deben ser presentados independientemente de que el contratista o la 
interventoría haya presentado o no cuenta de cobro. Resolver las consultas e 
inquietudes de las comunidades con respecto al manejo ambiental del proyecto. 

3) Efectuar el seguimiento y monitoreo de los trabajos para vigilar que la ejecución de las 
obras se enmarque dentro de los requerimientos ambientales, y que sus resultados 
correspondan a los esperados, y diseñar o recomendar los correctivos necesarios. 

4) Revisar y aprobar el Programa de Implementación del PMA, denominado PIPMA, previo 
al inicio de las obras, verificar que el Contratista de Obra cumpla integralmente el Plan 
de Manejo Ambiental (PMA) y el Plan de Manejo de Transito (PMT) del Proyecto, y 
cumplir con lo estipulado dentro del PMA por parte de la Interventoría, a fin de evitar 
posibles sanciones por parte del DISTRITO y/o suspensión de las obras. 

5) Llevar bitácora ambiental de obra, en donde se hará el registro del seguimiento 
ambiental y de SST diario de la obra. Ésta deberá estar a disposición de las autoridades 
ambientales. 
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6) Revisar y aprobar el Protocolo de Bioseguridad y el PAPSO del Contratista, al cual 
deberá acogerse al momento que su personal se encuentre en obra. 

7) Realizar el control al cumplimiento del SG-SST del contratista, así como del Protocolo 
de Bioseguridad y el PAPSO. De igual modo debe dar cumplimiento a estos dos últimos 
documentos y a toda la normatividad colombiana en SST y de COVID-19 

8) Dar cumplimiento a su SG-SST. 
9) Acompañar y supervisar el monitoreo ambiental realizado al proyecto. 

 
Funciones sociales 
 

1) Velar y actuar por el bienestar social en beneficio de la comunidad. 
2) Asistir a todos los Comités de Obra, donde hará un recuento de las actividades que 

evaluó durante el periodo correspondiente, presentará las actividades siguientes y hará 
las observaciones y solicitudes necesarias al CONTRATISTA para el buen desarrollo de 
la gestión social. 

3) Asistir a todas las actividades de gestión social exigidas en el Contrato para todas las 
fases del proyecto y a todas aquellas que cite el DISTRITO Santa Marta. Durante el 
desarrollo de reuniones informativas con la comunidad, el área social debe acudir a las 
mismas en compañía de un delegado del DISTRITO, cuando sea necesario, con el fin 
de informar a la comunidad en aspectos técnicos. 

4) Realizar seguimiento a los compromisos adquiridos por parte del CONTRATISTA en los 
diferentes comités y reuniones con la comunidad. 

5) Realizar seguimiento a las actividades de campo ejecutadas por el CONTRATISTA, 
definiendo en conjunto las herramientas e instrumentos necesarios que documenten 
esta labor y permitan su verificación. 

6) Revisar y aprobar el contenido de todas las piezas de divulgación, presentaciones y 
convocatorias para los diferentes eventos que se adelanten en desarrollo del Contrato. 

7) Visitar, comprobar y aprobar todos los lugares propuestos por el CONTRATISTA para la 
realización de reuniones con la comunidad. 

8) Identificar las inquietudes de los ciudadanos y garantizar que el CONTRATISTA brinde 
atención y respuesta soportado en la viabilidad de las mismas, para lo cual la 
INTERVENTORÍA revisará y aprobará la información que será suministrada. 

9) Gestionar sanciones o multas por el incumplimiento del CONTRATISTA frente a sus 
obligaciones contractuales en el tema social. 

 
Funciones jurídicas 

 
1) Una vez suscrito el contrato, verificar y exigir que se otorguen las garantías exigidas y 

velar porque éstas permanezcan vigentes hasta su liquidación. 
2) Emitir concepto sobre la vialidad de suscribir adiciones o modificaciones al contrato. 
3) Velar por el cumplimiento de las obligaciones laborales y aportes parafiscales que se 

generen con relación al contrato suscrito, en especial verificando que los trabajadores 
que laboran en la ejecución del contrato se encuentran afiliados al Sistema de Seguridad 
Social y se dé cumplimiento a la Ley 789 de 2002, Ley 797 de 2003 y sus decretos 
reglamentarios. 

4) Estudiar y analizar las reclamaciones que presente el contratista y hacer las 
recomendaciones a que haya lugar. 

5) Suscribir todas las actas que se produzcan con ocasión de la ejecución del contrato. 
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6) Preparar en conjunto con el contratista el acta de liquidación del contrato o proyectar 
dicha liquidación unilateral cuando las condiciones así lo exijan. 

7) Velar por el oportuno trámite de las solicitudes y peticiones que hagan los particulares o 
las autoridades en relación con el desarrollo del contrato. 

8) Las demás que de conformidad con la normatividad vigente y con su naturaleza 
correspondan a la función de interventoría. 

 
 

1.5. Obligaciones Generales del Contratista  

 
El CONTRATISTA que se seleccione deberá dar cumplimiento a las siguientes obligaciones y/o 
condiciones contractuales: 
 

1) Cumplir con el objeto del presente contrato, con plena autonomía técnica y 
administrativa, y bajo su propia responsabilidad, lo cual conlleva que no existirá ningún 
tipo de subordinación, ni vínculo laboral alguno del contratista con el DISTRITO. 

2) Cumplir con las obligaciones frente al Sistema de Seguridad Social Integral y los aportes 
parafiscales (Art. 50 de la Ley 789 de 2002 y el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007). 

3) Obrar con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales evitando dilaciones y 
entrabamientos que puedan presentarse. 

4) Cumplir con eficiencia y responsabilidad el objeto contratado. 
5) Suscribir el acta de inicio del contrato en el término establecido. 
6) Constituir, ampliar, prorrogar o modificar las garantías en el evento en que se aumente 

el valor del contrato, se prorrogue su vigencia o se modifiquen sus condiciones. 
7) Suscribir acta de liquidación, previa terminación del presente contrato y de informe final 

de ejecución avalado por el supervisor del mismo. 
8) Asumir los gastos y costos que demande el transporte, para la entrega al DISTRITO del 

objeto contractual y sus especificaciones, los servicios conexos que se requieran y en 
general cualquier otra erogación necesaria para el cabal cumplimiento de sus 
obligaciones legales y contractuales. 

9) Cumplir con los gastos e impuestos que se requieran para la suscripción, 
perfeccionamiento, legalización y ejecución del contrato. 

10) Dar respuesta oportuna y clara a las inquietudes del supervisor del contrato, 
relacionadas con el cumplimiento del mismo. 

11) Cumplir las órdenes e instrucciones que le imparta el supervisor del contrato. 
12) No acceder a peticiones o amenazas de quienes actúen por fuera de la ley con el fin de 

obligarlos a hacer u omitir algún acto o hecho, debiendo informar inmediatamente a EL 
CONTRATANTE, a través del funcionario responsable acerca de la ocurrencia de tales 
peticiones o amenazas y a las demás autoridades competentes para que se adopten las 
medidas y correctivos que fueren necesarios. 

13) Guardar absoluta confidencialidad y reserva sobre los temas y documentos que le sean 
encomendados en virtud del desarrollo del objeto contractual. 

14) Responder por sus actuaciones y omisiones derivadas de la celebración del presente 
contrato y de la ejecución del mismo, de conformidad con lo establecido en las leyes 80 
de 1993, 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios. 

15) Las demás obligaciones que contribuyan a garantizar el cabal cumplimiento y ejecución 
del servicio a prestar. 
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El contratista no podrá apartarse de los documentos que hacen parte del contrato, sin 
autorización escrita del DISTRITO, si el contratista incumple lo prescrito en el contrato no solo 
perderá el derecho a reclamar el reconocimiento y pago de cualquier suma que la decisión no 
consultada y por el adoptada, si no que será responsable de los daños que por esta acción cauce 
al DISTRITO TURÍSTICO CULTURAL E HISTORIO DE SANTA MARTA 
 

1.6. Obligaciones del Distrito  

 

1) Exigir al CONTRATISTA la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado, lo cual será 
verificado por el supervisor de este contrato. 

2) Adelantar las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones 
pecuniarias, para lo cual los supervisores del presente contrato, darán aviso oportuno al 
DISTRITO, sobre la ocurrencia de hechos constitutivos de mora o incumplimiento. 

3) Adelantar las acciones conducentes a obtener la indemnización de los daños que sufran 
en desarrollo o con ocasión del presente contrato. 

4) Repetir contra los servidores públicos, el CONTRATISTA o terceros, por las 
indemnizaciones que deban pagar, como consecuencia del presente contrato. 

5) Acudir ante las autoridades para obtener la protección de los derechos derivados de la 
presente contratación y sanción para quien los vulnere. 

6) Supervisar el desarrollo y ejecución del presente contrato, y acceder a los documentos e 
información que soportan la labor del CONTRATISTA. 

7) Asignar un supervisor a través del cual EL DISTRITO TURÍSTICO CULTURAL E 
HISTÓRICO DE SANTA MARTA, quien mantendrá la interlocución permanente y directa 
con el interlocutor designado por EL CONTRATISTA. 

8) Brindar la información y documentación que requiera el contratista para el adecuado 
desarrollo y cumplimiento de su objetivo. 

9) Exigir al contratista se cumpla con la metodología, alcance y demás condiciones técnicas 
previstas en la resolución 754 de 2014. 

10) Pagar al CONTRATISTA en la forma pactada y con sujeción a las disponibilidades 
presupuestales. 

11) Verificar que la entrega cumpla con las especificaciones según su estudio 
12) Constituir el registro presupuestal necesario para cumplir con sus obligaciones. 
13) Realizar los pagos en los términos contratados. 
14) Verificar que los productos se entreguen en lugar y plazo estipulado. 

 
1.7. Lugar de ejecución: 

 

Las obras serán ejecutadas en la franja costera localizada en la ciudad de Santa Marta, 
Magdalena. Específicamente al sur de El Rodadero en el sector de Playa Salguero. 
 

1.8. Plazo de ejecución:  

 

El plazo de ejecución del contrato será de seis (6) meses contados a partir de la suscripción del 
acta de inicio, previo perfeccionamiento del contrato y cumplimiento de los requisitos establecidos 
para su ejecución. 
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2. FUNDAMENTOS JURÍDICOS QUE SOPORTAN LA MODALIDAD DE SELECCIÓN 

 

2.1. Modalidad de selección – Contratación Directa  

 
 
El artículo 42 de la Ley 80 de 1993 regula la Urgencia Manifiesta y señala que: Existe urgencia 
manifiesta cuando la continuidad del servicio exige el suministro de bienes, o la prestación de 
servicios, o la ejecución de obras en el inmediato futuro; cuando se presenten situaciones 
relacionadas con los estados de excepción; cuando se trate de conjurar situaciones 
excepcionales relacionadas con hechos de calamidad o constitutivos de fuerza mayor o desastre 
que demanden actuaciones inmediatas y, en general, cuando se trate de situaciones similares 
que imposibiliten acudir a los procedimientos de selección o concurso públicos.(La expresión 
tachada  en cursiva fue derogada por la Ley 1150 de 2007, artículo 32.).La urgencia manifiesta 
se declarará mediante acto administrativo motivado. Parágrafo. Con el fin de atender las 
necesidades y los gastos propios de la urgencia manifiesta, se podrán hacer los traslados 
presupuestales internos que se requieran dentro del presupuesto del organismo o entidad estatal 
correspondiente”.   
 
El Decreto Único Reglamentario 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.4.2. señala como causal de 
contratación directa la urgencia manifiesta y precisa que “el acto administrativo que la declare 
hará las veces del acto administrativo de justificación, y en este caso la Entidad Estatal no está 
obligada a elaborar estudios y documentos previos”.  
 

El día 6 de abril de 2022, mediante Decreto 050 de esa misma fecha, se declara la calamidad 
pública por erosión costera en el Distrito Turístico Cultural e Histórico de Santa Marta en la zona 
de pozos colorados y playa salguero, se declara urgencia manifiesta y se adaptan otras 
disposiciones. 
 
El día 4 de noviembre de 2022, mediante Decreto 307, se prorrogó por el término de seis (6) 
meses, el Decreto 050 del 6 de abril de 2022 que declaró la calamidad pública por erosión costera 
en el Distrito Turístico Cultural e Histórico de Santa Marta en la zona de pozos colorados y playa 
salguero, se declara urgencia manifiesta y se adaptan otras disposiciones”. 
 
El día 3 de abril de 2023, mediante Decreto 092, se declara la calamidad pública por erosión 
costera de la zona playa salguero”. 

En ese orden de ideas, para el Distrito es necesaria contratar la interventoría que motiva la 
elaboración de estos estudios y satisfacer la necesidad de forma inmediata, por lo cual iniciar un 
proceso de selección en estos momentos, a efectos de poder surtir la necesidad, tomaría unos 
términos que no dan espera de cara a la calamidad pública y situación de emergencia, ya que 
los términos de planeación, aunados a los términos del proceso de selección, no irían acorde a 
la imperiosa necesidad, por lo cual se justifica hacer uso de las facilidades que otorga la Urgencia 
Manifiesta.  
 
Que por lo anterior, la modalidad de selección corresponde a Contratación Directa, invocando 
como causal la Urgencia Manifiesta declarada mediante Decreto 050 del 6 de abril de 2022 y 
prorrogada a través de Decreto 307 del 4 de noviembre de 2022, y Decreto 092 del 3 de abril de 
2023, como antes se anotó.  
 

http://basesbiblioteca.uexternado.edu.co:2851/lexbase/normas/leyes/2007/L1150de2007.htm


 
    

 

 

   

 

15 

2.2. Mención de si la convocatoria es susceptible de ser limitada a MIPYME (NO 
APLICA)  
 

2.3. Garantías  
 

De conformidad a lo señalado en el artículo 2.2.1.2.1.4.5 del Decreto 1082 de 2015, denominado 
“No obligatoriedad de garantías”, en la contratación directa la exigencia de garantías establecidas 
en la Sección 3, que comprende los artículos 2.2.1.2.3.1.1 al 2.2.1.2.3.5.1.del presente decreto 
no es obligatoria y la justificación para exigirlas o no debe estar en los estudios y documentos 
previos. 
 
En ese orden de ideas la entidad no requerirá garantía de seriedad de la oferta, no obstante, y 
atendiendo la complejidad de las obras objeto de interventoría, se requiere garantía de 
cumplimiento con los amparos y vigencias que se desarrollan en el presente documento, así 
como en la invitación a presentar oferta.  
 

2.4. Tipo de contrato 

 

Interventoría (Ley 80 de 1993, artículo 32)  

 

 

3. EL VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y SU JUSTIFICACÍON - PRESUPUESTO 
OFICIAL. 

 
3.1. Valor estimado del contrato 

 

El presupuesto previsto para el presente proceso para la presente contratación, se encuentra 
estimado en la suma de MIL SETECIENTOS SESENTA Y SEIS MILLONES TRESCIENTOS 
CINCUENTA Y CINCO MIL CIENTO CUARENTA PESOS M/L ($1.766.355.140), incluidos todos 

los tributos que se generen con ocasión a la celebración, ejecución y liquidación del contrato.  
 
 
 



 
    

 

 

   

 

16 

 
 
Forma de pago: La entidad pagará al Contratista el Contrato celebrado, de la siguiente manera: 

ITEMS CARGO /OFICIO SUELDO CANT
DUR 

(MESES)
DEDICACION VALOR PARCIAL

1

1.1 Director de Interventoría $ 12.500.000,00 1 6 50% $ 37.500.000,00

1.2 Residente de Interventoría $ 6.800.000,00 3 6 100% $ 122.400.000,00

1.3 Ingeniero especialista hidraulico - Consultor $ 8.500.000,00 1 6 50% $ 25.500.000,00

1.4 Ingeniero especialista estructural - Consultor $ 8.500.000,00 1 6 50% $ 25.500.000,00

1.5 Ingeniero especialista Geotecnico - Consultor $ 8.500.000,00 1 6 50% $ 25.500.000,00

1.6 Profesional SST $ 4.000.000,00 1 6 100% $ 24.000.000,00

1.7 Profesional Ambiental $ 4.000.000,00 1 6 100% $ 24.000.000,00

1.8 Residente social $ 4.000.000,00 1 6 100% $ 24.000.000,00

1.9 Topógrafo $ 3.800.000,00 2 6 100% $ 45.600.000,00

1.10 Cadenero $ 2.000.000,00 4 6 100% $ 48.000.000,00

1.11 Batimetrista $ 3.500.000,00 1 6 100% $ 21.000.000,00

1.12 Ingeniero Auxiliar - Inspector $ 2.500.000,00 1 6 100% $ 15.000.000,00

1.13 Secretaria $ 1.800.000,00 1 6 100% $ 10.800.000,00

$ 448.800.000,00

2,450

$ 1.099.560.000,00

ITEMS DESCRIPCIÓN COSTO CANT
DUR 

(MESES)
DISPONIBILIDAD VALOR PARCIAL

2

2.1 Vehiculo tipo PICK UP 4"X4", incluye conductor y combustible $ 6.000.000,00 3 6 100% $ 108.000.000,00

2.2 Arriendo de oficina (Incluye servicios) $ 3.000.000,00 1 6 100% $ 18.000.000,00

2.3 Implementación del plan de gestión de calidad y plan ambiental $ 4.200.000,00 1 6 100% $ 25.200.000,00

2.4 Equipo de Topógrafia $ 3.500.000,00 2 6 100% $ 42.000.000,00

2.5 Elaboración de informes $ 500.000,00 1 6 100% $ 3.000.000,00

2.6 Papeleria ,tintas,copias ,material fotografico y demas elementos para informes $ 500.000,00 1 6 100% $ 3.000.000,00

3 LABORATORIOS

3.1
Batimetria (Incluye lancha, ecosonda y equipo batimetrico) - Batimetria para linea

base, seguimiento y de control final
$ 22.000.000,00 1 6 100% $ 132.000.000,00

3.2 Ensayos de Laboratorio $ 7.000.000,00 1 6 100% $ 42.000.000,00

$ 373.200.000

4

4.1 Legalización $ 11.572.050,56 1 $ 11.572.050,56

$ 11.572.050,56

$ 1.484.332.050,56

$ 282.023.089,61

$ 1.766.355.140,16

TOTAL COSTOS OPERATIVOS (B)

GASTOS DE LEGALIZACIÓN

TOTAL GASTOS DE LEGALIZACIÓN (C)

SUB TOTAL DEL PROYECTO (A + B+C) = D

IVA (19%)

COSTO TOTAL INTERVENTORIA 

INTERVENTORIA TECNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, AMBIENTAL Y SST AL CONTRATO DE OBRAS DE URGENCIA MANIFIESTA CUYO OBJETO ES CONSTRUCCION DE LA 

INFRAESTRUCTURA PARA LA ESTABILIZACION DE LA EROSION COSTERA DE PLAYA SALGUERO SANTA MARTA

COSTOS OPERATIVOS

PRESUPUESTO INTERVENTORIA DE OBRA

COSTO PERSONAL

SUB TOTAL

FACTOR MULTIPLICADOR

TOTAL COSTOS PERSONAL (A)
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 Pagos parciales mensuales hasta un máximo acumulado del NOVENTA POR 
CIENTO (90%) del valor del contrato 

 Pagos parciales mensuales, hasta un máximo acumulado del 90% del valor total del 
contrato. El último pago, correspondiente al 10% del valor del contrato, previa 
suscripción del acta de liquidación. 

En todo caso el contratista deberá suscribir Actas Mensuales de Interventoría, que deberán 
ser debidamente aprobadas por el Supervisor del Contrato, y deberán presentarse las que 
se hayan suscrito en cada pago.  

El último pago del valor del Contrato, corresponderá al diez por ciento (10%) de su valor, y 
se hará efectivo con la presentación de las Actas de Recibo y de Liquidación Final. Cada Acta 
Mensual deberá ir acompañada del informe mensual de interventoría. 

Para los pagos a Contratistas se seguirán los procedimientos y formatos establecidos para 
tal fin. 

La totalidad de la documentación requerida deberá ser presentada por el Contratista al 
Supervisor dentro de los cinco (05) días siguientes a la fecha de corte o según lo establecido 
contractualmente.  

En forma previa a la autorización de cada pago el Contratista deberá acreditar el 
cumplimiento en los aportes relativos al Sistema de Seguridad Social Integral y de 
obligaciones parafiscales (salud, riesgos profesionales, pensiones, aportes a las Cajas de 
Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y Servicio Nacional de 
Aprendizaje) para lo cual debe tenerse en cuenta lo señalado en el artículo 50 de la Ley 789 
de 2002 y artículo 23 de la ley 1150 de 2007.  La entidad no se responsabilizará por la demora 
en el pago al Contratista y/o Contratistas, cuando ella fuere provocada por encontrarse 
incompleta la documentación que sirva de Soporte para el trámite de las facturas y no se 
ajuste a cualquiera de las condiciones establecidas en el presente Contrato. 

 

CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE  

A. CAPACIDAD JURÍDICA: 

 
 

Los interesados podrán participar como proponentes bajo alguna de las siguientes modalidades 
siempre y cuando cumplan los requisitos exigidos en la invitación: 

A. Individualmente como: a) personas naturales nacionales o extranjeras, b) personas jurídicas 
nacionales o extranjeras. 

B. Conjuntamente, como proponentes plurales en cualquiera de las formas de asociación 
previstas en el artículo 7 de la Ley 80 de 1993. 

Los proponentes deben: 

A. Tener capacidad jurídica para la presentación de la oferta. 
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B. Tener capacidad jurídica para la celebración del contrato y ejecución de la oferta. 

C. No estar incursos en ninguna de las circunstancias de inhabilidad, incompatibilidad, 
conflicto de interés o prohibición para contratar previstas en la Constitución y en la 
Ley. 

D. No estar reportado en el último Boletín de responsables Fiscales vigente publicado por la 
Contraloría General de la República. Esta disposición aplica para el proponente e integrantes 
de un proponente plural con domicilio en Colombia. Tratándose de proponentes extranjeros 
sin domicilio o sin sucursal en Colombia, deben declarar que no son responsables fiscales 
por actividades ejercidas en Colombia en el pasado y que no tienen sanciones vigentes en 
Colombia que impliquen inhabilidad para contratar con el Estado. 

La entidad consultará los Antecedentes Judiciales en línea en los registros de las bases de datos, 
al igual que el Certificado de Antecedentes Disciplinarios conforme el artículo 1 de la Ley 1238 de 
2008 y el Registro Nacional de Medidas Correctivas del Ministerio de Defensa Nacional – Policía 
Nacional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 183 de la Ley 1801 de 2016 –Código Nacional 
de Seguridad y Convivencia–. 

EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL 

La existencia y representación legal de los proponentes individuales o miembros de los proponentes 
plurales se acreditará de acuerdo con las siguientes reglas: 

PERSONAS NATURALES 

Deben presentar los siguientes documentos en copia simple:  

A. Persona natural de nacionalidad colombiana: cédula de ciudadanía. 
B. Persona natural extranjera con residencia en Colombia: cédula de extranjería vigente 

expedida por la autoridad competente.  
C. Persona natural extranjera sin domicilio en Colombia: pasaporte. 

PERSONAS JURÍDICAS 

Deben presentar los siguientes documentos:  

A. Persona jurídica nacional o extranjera con sucursal en Colombia:  

I. Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio o 
autoridad competente, en el que se verificará: 

a. Fecha de expedición del certificado no mayor a treinta (30) días calendario 
anteriores a la fecha de cierre del proceso de contratación. En caso de modificarse 
la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo 
de vigencia del certificado de existencia y representación legal la fecha 
originalmente establecida en la invitación. 

b. Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas en el objeto 
del presente proceso de contratación.  
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c. Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que su 
duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más. Para efectos 
de la evaluación, este plazo será contado a partir de la fecha del cierre del 
proceso de contratación. 

d. Si el representante legal de la sociedad tiene restricciones para contraer 
obligaciones en nombre de la misma, deberá acreditar su capacidad a través de 
una autorización suficiente otorgada por parte del órgano social competente 
respectivo para cada caso.  

e. El nombramiento del revisor fiscal en caso de que exista. 

f. Que las personas jurídicas extranjeras con actividades permanentes en la 
República de Colombia (contratos de obra o servicios) deberán estar legalmente 
establecidas en el territorio nacional de acuerdo con los artículos 471 y 474 del 
Código de Comercio. 

II. Certificación del revisor fiscal en caso de ser sociedad anónima colombiana, en la que 
conste si es abierta o cerrada. 

III. Fotocopia del documento de identificación del representante legal. 

En el caso de las sucursales de las personas jurídicas extranjeras y como quiera que la sucursal 
en Colombia no es una persona jurídica diferente a la matriz, se tendrá en cuenta la fecha de 
constitución de esta última.  

Si la oferta es suscrita por una persona jurídica extranjera a través de la sucursal debidamente 
constituida en Colombia, deberá acreditar la existencia de la sucursal y la capacidad jurídica de 
su representante o apoderado, mediante el certificado de existencia y representación legal con 
fecha de expedición máximo de 30 días antes de la fecha de cierre del presente proceso de 
selección por la Cámara de Comercio. Cuando el representante legal de la sucursal tenga 
restricciones para contraer obligaciones, deberá acreditar autorización suficiente del órgano 
competente social respectivo para contraer obligaciones en nombre de la sociedad. La ausencia 
definitiva de autorización suficiente o no aportar dicho documento, una vez solicitado por la 
entidad, determinará la falta de capacidad jurídica para presentar la oferta. 

B. Persona jurídica extranjera sin sucursal o domicilio en Colombia: Documentos que acrediten 
la existencia y representación legal de la sociedad extranjera, legalizados de conformidad 
con lo establecido en la presente invitación, en los que debe constar como mínimo los 
siguientes aspectos: 

I. Nombre o razón social completa. 

II. Nombre del representante legal o de la persona facultada para comprometer a la 
persona jurídica. 

III. Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas en el objeto 
del presente proceso de selección. 

IV. Facultades del representante legal o de la persona facultada para comprometer 
a la persona jurídica, en la que se señale expresamente que el representante no 
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tiene limitaciones para contraer obligaciones en nombre de la misma o aportando 
la autorización o documento correspondiente del órgano social competente 
respectivo para cada caso.  

V. Tipo, número y fecha del documento de constitución o creación.  

VI. Fecha y clase de documento por el cual se reconoce la personería jurídica. 

VII. Acreditar que su duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más. 
Para efectos de la evaluación, este plazo será contado a partir de la fecha de 
cierre del proceso de contratación.  

VIII. Fotocopia del documento de identificación del representante legal. 

Si no existiera ninguna autoridad o entidad que certifique la totalidad de la información de 
existencia y representación legal, el proponente o miembro extranjero del proponente plural debe 
presentar una declaración juramentada de una persona con capacidad jurídica para vincular y 
representar a la sociedad en la que conste que: (i) no existe autoridad u organismo que certifique 
lo solicitado en el presente numeral; (ii) la información requerida en el presente literal, y (iii) la 
capacidad jurídica para vincular y representar a la sociedad de la persona que efectúa la 
declaración, así como de las demás personas que puedan representar y vincular a la sociedad, 
si existen. 

C. Las entidades estatales deben presentar los siguientes documentos para acreditar su 
existencia: 

Último acto de creación de la entidad estatal. Este puede ser ley, decreto, ordenanza, acuerdo o 
certificado de existencia y representación legal (este último no mayor a treinta 30 días anteriores 
a la fecha de cierre del proceso de contratación) o documento equivalente que permita conocer 
la naturaleza jurídica, funciones, órganos de dirección, régimen jurídico de contratación de la 
entidad estatal. 

PROPONENTES PLURALES  

El documento de conformación de proponentes plurales debe:  

A. Acreditar la existencia del proponente plural. En este documento los integrantes deben 
expresar su intención de conformar el proponente plural. En caso que no exista claridad 
sobre el tipo de asociación se solicitará la aclaración. 
 

B. Acreditar el nombramiento de un representante y un suplente, este último en caso de 
considerarlo conveniente, con facultades suficientes para la representación sin limitaciones 
de todos y cada uno de los integrantes, en todos los aspectos que se requieran para 
presentar la oferta, para la suscripción y ejecución del contrato, así como también la facultad 
para firmar el acta de terminación y liquidación. 

C. Aportar fotocopia de la cédula de ciudadanía del representante principal y suplente de la 
estructura plural. 
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D. El proponente plural debe señalar expresamente cuál es el porcentaje de participación de 
cada uno de sus miembros. La sumatoria del porcentaje de participación no podrá ser 
diferente al 100%. 
 

E. En la etapa contractual, no podrán modificarse los porcentajes de participación sin el 
consentimiento previo de la entidad.  

 

Dicho documento debe estar firmado por todos los integrantes del proponente plural y en el caso del 
miembro persona jurídica, por el representante legal de dicha persona o por el apoderado de 
cualquiera de los anteriores. 

CERTIFICACIÓN DE PAGOS DE SEGURIDAD SOCIAL Y APORTES LEGALES 

PERSONAS JURÍDICAS 

El proponente persona jurídica debe presentar el anexo diligenciado de Pagos de seguridad social 
y aportes legales suscrito por el revisor fiscal, de acuerdo con los requerimientos de ley, o por el 
representante legal, bajo la gravedad del juramento, cuando no se requiera revisor fiscal, en el que 
conste el pago de los aportes de sus empleados a los sistemas de salud, riesgos profesionales, 
pensiones y aportes a las cajas de compensación familiar, al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, al Servicio Nacional de Aprendizaje y al Fondo Nacional de Formación Profesional para la 
Industria de Construcción, cuando a ello haya lugar. 
 
La entidad no exigirá las planillas de pago. Basta el certificado suscrito por el revisor fiscal, en los 
casos requeridos por la ley, o por el representante legal que así lo acredite, de acuerdo al párrafo 
anterior. 
 
Cuando la persona jurídica está exonerada de estas obligaciones en los términos previstos en el 
artículo 65 de la Ley 1819 de 2016 debe indicarlo en el anexo de Pagos de seguridad social y aportes 
legales.  
 
Esta misma previsión aplica para las personas jurídicas extranjeras con domicilio o sucursal en 
Colombia, las cuales deben acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia. 
 
 

PERSONAS NATURALES  

El proponente persona natural debe acreditar la afiliación a los sistemas de seguridad social en salud 
y pensiones aportando los certificados de afiliación respectivos o con el certificado de pago de la 
correspondiente planilla.  

 

Los certificados de afiliación se deben presentar con fecha de expedición no mayor a treinta (30) 
días calendario, anteriores a la fecha del cierre del proceso de contratación. En caso de modificarse 
la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia de los 
certificados de afiliación la fecha originalmente establecida en la invitación. 
 
La persona natural que reúna los requisitos para acceder a la pensión de vejez, o se pensione por 
invalidez o anticipadamente, presentará el certificado que lo acredite y, además, la afiliación al 
sistema de salud. 
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Esta misma previsión aplica para las personas naturales extranjeras con domicilio en Colombia, las 
cuales deben acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia.  

PROPONENTES PLURALES  

Cada uno de los integrantes del proponente plural debe suscribir por separado la declaración de la 
que tratan los numerales anteriores. 

SEGURIDAD SOCIAL PARA LA ACEPTACIÓN DE LA OFERTA 

El proponente seleccionado debe presentar, para la aceptación de la oferta, ante la dependencia 
respectiva, la declaración donde acredite el pago correspondiente a seguridad social y aportes 
legales cuando a ello haya lugar.  
En caso de que la persona natural o jurídica no tenga o haya tenido dentro de los seis (6) meses 
anteriores a la fecha de aceptación de la oferta personal a cargo, y por ende no esté obligado a 
efectuar el pago de aportes legales y seguridad social debe indicar esta circunstancia en la 
mencionada certificación, bajo la gravedad de juramento. 
 

B. EXPERIENCIA  

El proponente deberá acreditar experiencia en:  

INTERVENTORÍA A PROYECTOS DE OBRAS COMPLEMENTARIAS A CANALES DE ACCESO 
MARÍTIMO, A CANALES NAVEGABLES FLUVIALES, OBRAS DE PROTECCIÓN O DE 
ENCAUZAMIENTO 
 
EXPERIENCIA GENERAL: "PROYECTOS QUE CORRESPONDAN O HAYAN CONTENIDO 
ACTIVIDADES DE:  
 

- INTERVENTORÍA A PROYECTOS QUE CORRESPONDAN O HAYAN CONTENIDO 
ACTIVIDADES DE: CONSTRUCCIÓN O RECONSTRUCCIÓN O MEJORAMIENTO O 
REHABILITACIÓN O MANTENIMIENTO DE OBRAS CIVILES HIDRÁULICAS, MARÍTIMAS 
O FLUVIALES, QUE INCLUYAN EN SU EJECUCCIÓN OBRAS DE PROTECCIÓN O 
DEFENSAS DE MÁRGENES Y/ O ENCAUZAMIENTO. 

EXPERIENCIA ESPECIFICA: Con los contratos válidos aportados como experiencia general, se 
debe acreditar que se hayan ejecutado la INTERVENCIÓN de ENROCADOS O ESCOLLERAS 
MARITIMAS u obras complementarias o protección de canales de acceso (marítimos o fluviales), en 
una cantidad igual o mayor al cincuenta por ciento (50%) de la cantidad a contratar, la cual 
corresponde a: 
 
Nota: la cantidad total de ENROCADOS O ESCOLLERAS MARITIMAS u obras complementarias o 
protección de canales de acceso es de 27.007,00 M3. 
 
Nota: Serán validos los contratos de obras hidráulicas de protección con rellenos de Gaviones, los 
cuales como relleno se podrán contabilizar como Roca por ser rellenos en Piedra de grandes 
diámetros. 
 
La experiencia aportada, debe encontrase inscrita en uno o algunos de los siguientes clasificadores 
de bienes y servicios: 
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Clasificación UNSPSC Descripción 

801015 Servicios de consultoría de negocios y administración 
corporativa 

801016 Gerencia de proyectos 

801116 Servicios de personal temporal 

801615 Servicios de apoyo gerencial 

811015 Ingeniería civil 

811415 Control de calidad 

 
El Proponente podrá acreditar la experiencia solicitada con mínimo uno (1) y máximo cuatro (4) 
contratos. 
 
Los proponentes acreditarán para cada uno de los contratos aportados la siguiente información 
mediante alguno de los documentos señalados:  
 
A. Contratante 
B. Objeto del contrato 
C. Principales actividades ejecutadas 
D. Las longitudes, volúmenes, dimensiones, tipologías y demás condiciones de experiencia 
establecidas, si aplica. 
 
E. La fecha de iniciación de la ejecución del contrato: Esta fecha es diferente a la de suscripción 
del contrato.  Si en los documentos válidos aportados para la acreditación de experiencia solo se 
evidencia fecha (mes, año) de suscripción y/o inicio del contrato: se tendrá en cuenta el último día 
del mes que se encuentre señalado en la certificación. 
 
F. La fecha de terminación de la ejecución del contrato: Esta fecha de terminación no es la 
fecha de entrega y/o recibo final, liquidación, o acta final.  Si en los documentos válidos aportados 
para la acreditación de experiencia solo se evidencia fecha (mes, año) de terminación del contrato: 
se tendrá en cuenta el primer día del mes que se encuentre señalado en la certificación. 
 
G. Nombre y cargo de la persona que expide la certificación. 
H. El porcentaje de participación del integrante del contratista plural. 
I. El porcentaje de participación en el valor ejecutado en el caso de contratistas plurales. 
 
B1. DOCUMENTOS VÁLIDOS PARA LA ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA 
 

En aquellos casos que por las características del objeto a contratar se requiera verificar información 
adicional a la contenida en el RUP, el Proponente podrá aportar uno o algunos de los documentos 
que se establecen a continuación, para que la Entidad realice la verificación en forma directa. Los 
mismos deberán estar debidamente diligenciados y suscritos por el contratante, el contratista o el 
Interventor, según corresponda. En caso de existir discrepancias entre dos (2) o más documentos 
aportados por el Proponente para la acreditación de experiencia, se tendrá en cuenta el orden de 
prevalencia establecido a continuación: 
 
A. Acta de liquidación 
B. Acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo.  
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C. Certificación de experiencia. Expedida con posterioridad a la fecha de terminación del 
contrato en la que conste el recibo a satisfacción de la obra contratada debidamente suscrita por 
quien esté en capacidad u obligación de hacerlo. 
D. Acta de inicio o la orden de inicio. La misma sólo será válida para efectos de acreditar la 
fecha de inicio. 
E. Para los contratos que hayan sido objeto de cesión, el contrato deberá encontrarse 
debidamente inscrito y clasificado en el RUP o en uno o alguno de los documentos considerados 
como válidos para la acreditación de experiencia de la empresa cesionaria, según aplique. La 
experiencia se admitirá para el cesionario y no se reconocerá experiencia alguna al cedente. 
Para efectos de acreditación de experiencia entre particulares, el Proponente deberá aportar 
adicionalmente alguno de los documentos que se describen a continuación:  

A. Certificación de facturación expedida con posterioridad a la fecha de terminación del 
contrato emitida por el revisor fiscal o contador público del Proponente que acredita la 
experiencia, según corresponda, con la copia de la tarjeta profesional y certificado de 
antecedentes disciplinarios vigente, expedido por la Junta Central de Contadores, o los 
documentos equivalentes que hagan sus veces en el país donde se expide el documento 
del profesional.  
 

B.2. PARA SUBCONTRATOS 
 

Para acreditar la experiencia de subcontratos, cuyo contrato principal fue suscrito con particulares, 
se aplicarán las disposiciones establecidas en el numeral anterior.   
 
Para acreditar la experiencia de contratos derivados de contratos suscritos con Entidades Estatales, 
el Proponente deberá aportar los documentos que se enlistan a continuación: 
 
A. Certificación del subcontrato. Certificación expedida con posterioridad a la fecha de 
terminación del subcontrato, la cual deberá estar suscrita por el representante legal del contratista 
del contrato principal, del Concesionario, o del EPC o Consorcio Constructor. Así mismo, debe 
contener la información requerida en la invitación para efectos de la acreditación de la experiencia.  
B. Certificación expedida por la Entidad Estatal del contrato principal del cual se derivó el 
subcontrato. Esta certificación debe contener la información básica del contrato principal la siguiente: 
  
I. Alcance de las obras ejecutadas en el contrato principal.  
II. Información en la cual se evidencie que la figura de la subcontratación es permitida en el 
marco del contrato principal. En caso de que no requiera autorización para subcontratar, el 
Proponente podrá aportar con su propuesta alguno de los siguientes documentos que den cuenta 
de esa circunstancia: i) copia del contrato o ii) certificación emitida por la Entidad Estatal, donde 
acredite que para subcontratar no se requería autorización. 
 
La información solicitada en el literal B únicamente se exige en relación con el contrato principal 
suscrito con la Entidad Estatal. 
 
En caso de que se presenten varios niveles de subcontratación, las reglas de los literales A y B 
aplicarán hasta el primer nivel de subcontratación. Para los siguientes niveles de subcontratación, 
la acreditación de la experiencia se realizará con las disposiciones establecidas en el numeral 
anterior. Para estos efectos, entiéndase el primer nivel de subcontratación como aquel contrato 
suscrito entre particulares, cuyo contrato principal del cual se deriva directamente, es el contrato 
estatal firmado entre una Entidad Estatal y un particular. 
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Cuando el contratista directo y el subcontratista presenten ofertas en un mismo Proceso de 
Contratación, la experiencia derivada de las actividades subcontratadas solo pertenecerá al 
subcontratista. En este contexto, el contratista directo no podrá acreditar dichas actividades, por lo 
que no serán tenidas en cuenta para la verificación de la experiencia.  
 
Los Proponentes deberán advertir a la Entidad cuando en otros procesos el contratista directo 
hubiera certificado que, dentro de su contrato, se llevó a cabo la subcontratación, por cuanto tales 
actividades no serán tenidas en cuenta para efectos de acreditación de experiencia del contratista 
directo. Para tal fin, deberán informar a la Entidad, mediante comunicación escrita, indicando el 
proceso en el cual el contratista certificó la respectiva subcontratación. 
 
La obligación de informar las situaciones de subcontratación estará en cabeza de los Proponentes 
y de ninguna manera dicha carga será de la Entidad. En aquellos casos en los que el Proponente 
no advierta tal situación, la Entidad no tendrá responsabilidad alguna por cuanto no fue avisada. En 
ese caso, el contrato se contabilizará como un todo y no se tendrá en cuenta lo relacionado con la 
subcontratación. 

A. C. CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL  
B.  

Los proponentes deben acreditar los siguientes indicadores financieros, los cuales serán verificados 
a través de la información registrada en el RUP con fecha de expedición no mayor a 30 días contados 
a partir de la fecha de entrega de propuesta:  
 

 Índices de capacidad financiera y organizacionales para Mipyme.  
 
El Proponente persona natural o jurídica que demuestre la condición de Mipyme de conformidad con 
lo previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.4. del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo 
del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015 o las normas que los modifiquen, sustituyan o 
complementen, probará los siguientes indicadores: 
 

Indicador Valor concertado 

 
Índice de liquidez 

≥1,11 
 

 
Índice de endeudamiento 

 
≤ 75% 

 

 
Razón de cobertura de 

intereses 

 

≥ 0 
 

 
Capital de trabajo 

CTd = 10% x (PO) 
 

 
Rentabilidad del patrimonio 

 

≥ 0 
 

 
Rentabilidad del activo 

 

≥ 0 
 

 
Tratándose de Proponente Plurales estos indicadores solo se aplicarán si por lo menos uno de 
los integrantes acredita la calidad de Mipyme de conformidad con el artículo 2.2.1.2.4.2.4 del 
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Decreto 1082 de 2015, o la normas que los modifiquen, sustituyan o complementen, y tienen 
una participación igual o superior al diez por ciento (10 %) en el consorcio o en la unión temporal. 
 
Para acreditar la calidad de Mipyme, el Proponente entregará copia del certificado del Registro 
Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su 
presentación. 
 
 Índices de capacidad financiera y organizacionales para los demás Proponentes 
 
Los Proponentes que NO demuestren la condición de Mipyme, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 2.2.1.2.4.2.4. del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del 
artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015 o las normas que los modifiquen, sustituyan o 
complementen, acreditarán los siguientes indicadores:  
 

Indicador Valor concertado 

 
Índice de liquidez ≥1,21 

 

 
Índice de endeudamiento 

 
≤ 70% 

 

 
Razón de cobertura de 

intereses 

 

≥ 1 
 

 
Capital de trabajo 

 
CTd = 10% x (PO) 

 

 
Rentabilidad del patrimonio 

 

≥ 0,04 
 

 
Rentabilidad del activo 

 

≥ 0,02 
 

 
Si el proponente es plural cada indicador debe calcularse así:  

Indicador =
(∑ Componente 1 del indicadori) n

i=1

(∑ Componente 2 del indicadori) n
i=1

 

 
Donde 𝒏 es el número de integrantes del proponente plural (unión temporal o consorcio). 
El proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto del índice de liquidez.  
El proponente que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de cobertura de 
intereses, siempre y cuando la utilidad operacional sea igual o mayor a cero (0).  
Respecto al capital de trabajo, para el presente proceso de selección los proponentes deberán 
acreditar:  

CT = AC - PC ≥ CTd 
Donde: 

CT = Capital de trabajo 
AC = Activo corriente 
PC = Pasivo corriente 
CTd = Capital de trabajo demandado para el proceso que presenta propuesta 
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El capital de trabajo (CT) del oferente deberá ser mayor o igual al capital de trabajo demandado 
(CTd):  

CT ≥ CTd 
El Capital de Trabajo demandado para el proceso que presenta propuesta (CTd) se calcula así: 

CTd = 10% x 
(PO) 

Donde:  
CTd = Capital de Trabajo demandado del proceso al cual presenta propuesta 
PO = Presupuesto oficial del proceso al cual presenta propuesta. 
 

El capital de trabajo demandado (requerido) para el proceso en el que se presenta la propuesta se 
calcula según la siguiente tabla:  
 

Presupuesto Oficial (SMMLV) Fórmula 

1 a 5.000 CTd = 10% x (PO) 

5.001 a 10.000 CTd = 20% x (PO) 

Mayor o igual a 10.001 CTd = 30% x (PO) 

 
Capital de trabajo del Proponente:  
 
La determinación del capital de trabajo del Proponente se hará como se presenta a continuación: 

 

𝐶𝑎𝑝𝑖𝑡𝑎𝑙 𝑑𝑒 𝑡𝑟𝑎𝑏𝑎𝑗𝑜 𝑑𝑒𝑙 𝑃𝑟𝑜𝑝𝑜𝑛𝑒𝑛𝑡𝑒 = (𝐴𝑐𝑡𝑖𝑣𝑜 𝑐𝑜𝑟𝑟𝑖𝑒𝑛𝑡𝑒 − 𝑃𝑎𝑠𝑖𝑣𝑜 𝑐𝑜𝑟𝑟𝑖𝑒𝑛𝑡𝑒) + {
𝐴𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑜

ó
𝑃𝑎𝑔𝑜 𝐴𝑛𝑡𝑖𝑐𝑖𝑝𝑎𝑑𝑜

 

 
En ningún caso el capital de trabajo requerido excederá el valor del Presupuesto Oficial.  
 
Siendo Proponente Plural el indicador debe calcularse así: 
 

CTproponente plural = ∑ CTi

n

i=1

 

 

Donde 𝑛 es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 
4. CRITERIOS DE CALIFICACION  

 
La Entidad calificará las ofertas que hayan cumplido los requisitos habilitantes con los siguientes 
criterios de evaluación y puntaje: 
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Concepto 
Puntaje 
máximo 

Experiencia del Proponente 67,5 

Equipo de trabajo (Personal Clave Evaluable) 10 

Factor de sostenibilidad 1 

Apoyo a la industria nacional 20 

Vinculación de personas con discapacidad 1 

Emprendimientos y empresas de mujeres 0.25 

Mipyme 0.25 

Total 100 

 

Las Entidades deben consultar y analizar las anotaciones vigentes que reposen en el Registro 
Nacional de Obras Civiles Inconclusas de que trata la Ley 2020 de 2020. En el evento que las 
personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras domiciliadas o con Sucursal en 
Colombia, o integrantes de Proponentes Plurales, cuenten con alguna anotación vigente de obra 
civil inconclusa en el mencionado registro, se descontará un (1) punto de la sumatoria obtenida 
en relación con los criterios de evaluación.  

Asimismo, las Entidades deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos (2) puntos a 
los Proponentes que se les haya impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el 
último año, contado a partir de la fecha prevista para el cierre del proceso, sin importar la cuantía 
y sin perjuicio de las demás consecuencias derivadas del incumplimiento. Esta reducción también 
afecta a los Consorcios y a las Uniones Temporales si alguno de sus integrantes se encuentra 
en la situación anterior.  
 
La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos 
administrativos que hayan impuesto las multas sean objeto de control jurisdiccional previstos en 
la Ley 1437 de 2011 o las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará 
sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 2020 de 2020. Lo anterior, de conformidad 
con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y las normas que lo modifiquen, sustituyan, adicionen 
o reglamenten.  
 
4.1 FORMA DE VERIFICACIÓN Y ASIGNACIÓN DE PUNTAJE POR LA EXPERIENCIA DEL 
PROPONENTE 

La Entidad evaluará la experiencia del Proponente de acuerdo con los siguientes pasos: 

A. Media Geométrica  

Para calcular la Media Geométrica se tomará el valor promedio de los SMMLV de los contratos 
válidos aportados de las propuestas hábiles y que no fueron objeto de subsanación para el factor 
de ponderación para la asignación del puntaje de conformidad con el siguiente procedimiento: 

 

𝑀𝐺 = √𝑉1 ∗ 𝑉2 ∗ 𝑉3 ∗ … ∗ 𝑉𝑛
𝑛
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Donde:  

 

 MG: Es la media geométrica del promedio de los SMMLV de los contratos válidos y que 
no fueron objeto de subsanación de las propuestas hábiles.  

 V1: Es el valor promedio de los SMMLV de los contratos válidos de una propuesta 
habilitada y que no fueron objeto de subsanación.   

 Vn: Es el valor promedio de los SMMLV de los contratos válidos de la propuesta “n” 
habilitada y que no fueron objeto de subsanación.  

 n: La cantidad total de propuestas habilitadas. 

Para efectos de la asignación de puntaje se tendrá en cuenta lo siguiente: se asignará el máximo 
puntaje al promedio de los SMMLV de los contratos válidos y que no fueron objeto de 
subsanación de la propuesta que se encuentre más cerca (por exceso o por defecto) al valor de 
la media geométrica calculada para el factor correspondiente. 

Las demás propuestas recibirán puntaje de acuerdo con la siguiente ecuación: 

 

𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒𝐴𝑠𝑖𝑔𝑛𝑎𝑟 = ([1 − (
|𝑀𝐺 − 𝑉𝑖|

𝑀𝐺
)) ∗ 𝑃𝑢𝑛𝑡𝑎𝑗𝑒 𝑚á𝑥𝑖𝑚𝑜 

 

Nota: Cuando el resultado de la fórmula anterior sea un número negativo se asignará 0,0 puntos. 

4.2  EQUIPO DE TRABAJO (Personal Clave Evaluable) 

La asignación de puntaje relacionada con el “Equipo de trabajo (Personal Clave Evaluable)” se 
realizará de la siguiente manera:  

  

Criterio de evaluación Puntaje 

Experiencia adicional del Personal Clave 
Evaluable 

5  

Formación académica adicional del 
Personal Clave Evaluable  

5  

Total  10 

 

4.2.1      EXPERIENCIA ESPECÍFICA ADICIONAL  
  

La Entidad asignará cinco (5) puntos al Proponente que se comprometa con el diligenciamiento 
del “Formato 9 - Experiencia y formación académica adicional del Personal Clave Evaluable” a 
acreditar que [cada uno de los integrantes que conforman el Personal Clave Evaluable: i) el 
Director de Interventoría y/o ii) el coordinador de interventoría o Administrador Vial o Gestor Vial 
y/o; iii) el Residente de interventoría y/o; iv) el Especialista Principal del proyecto] tienen un (1) 
año de experiencia específica adicional a la definida en el numeral 8, literal a de la presente 
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invitación”. [Es decir, si el requisito mínimo de experiencia específica es de dos (2) años, se 
otorgará puntaje por una experiencia adicional de un (1) año, para un total de tres (3) años.]  

Para otorgar el puntaje basta con diligenciar el “Formato 9 - Experiencia y formación académica 
adicional del Personal Clave Evaluable”. Por tanto, no se revisarán los soportes de experiencia 
del Personal Clave Evaluable durante la evaluación de las ofertas. La verificación de los 
documentos relacionados con el Personal Clave Evaluable se hará de acuerdo con lo señalado 
en la presente invitación.  

 Se entiende por “Experiencia específica adicional” la experiencia directamente relacionada con 
el cargo a desempeñar.  

 
i. La contabilización total de la experiencia se realizará en años. En caso de ser necesario 

se hará la conversión de meses o días a años para la contabilización.  
 

En el caso de que la Entidad establezca más de un profesional por cargo, cada uno de ellos 
deberá cumplir con el año de experiencia específica adicional. [Es decir, si la Entidad considera 
que el proyecto requiere dos (2) especialistas principales, para que el oferente sea acreedor de 
dicho puntaje debe cumplir con el requisito adicional en relación con los dos (2) especialistas 
principales.] 

4.2.2     FORMACIÓN ACADÉMICA ADICIONAL  

  

La Entidad asignará cinco (5) puntos al Proponente que se comprometa con el diligenciamiento 
del “Formato 9 – Experiencia y formación académica adicional del Personal Clave Evaluable” 
[cada uno de los integrantes que conforman el Personal Clave Evaluable: i) el Director de 
Interventoría y/o ii) el coordinador de interventoría o Administrador Vial o Gestor Vial y/o; iii) el 
Residente de interventoría y/o; iv) el especialista principal del proyecto] a acreditar que tienen 
una formación académica adicional a la definida en el numeral 8, literal a) de la presente 
invitación” [Es decir, si el requisito mínimo de formación académica es contar con un título 
profesional, se otorgará el puntaje a quien se obligue a presentar un título de posgrado, o si el 
requisito mínimo de formación académica es contar con un título de posgrado, se otorgará el 
puntaje a quien acredite un título de posgrado adicional.] 

Para otorgar el puntaje bastará con diligenciar el “Formato 9 - Experiencia y formación académica 
adicional del Personal Clave Evaluable”. Por tanto, no se revisarán los soportes académicos del 
Personal Clave Evaluable durante la evaluación de las ofertas. La verificación de los documentos 
relacionados con el Personal Clave Evaluable se hará de acuerdo con lo señalado en la presente 
invitación.  

  

I. Las Entidades no podrán solicitar títulos de posgrado particulares, es decir, que el 
Personal Clave Evaluable tenga una especialización, una maestría o un doctorado, sino 
que se exigirá que el título de posgrado esté enfocado en un área de conocimiento para 
verificar las condiciones mínimas requeridas (p.ej. título de posgrado en pavimentos o 
geotecnia).  
 

II. Se entiende por “Formación académica adicional” aquella relacionada directamente con 
el cargo a desempeñar. 
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En el caso que la Entidad establezca más de un profesional por cargo, cada uno de ellos deberá 
cumplir con la formación académica adicional. [Es decir, si la Entidad considera que el proyecto 
necesita dos (2) especialistas principales, para que el oferente sea acreedor de dicho puntaje 
debe cumplir con el requisito adicional en relación con los dos (2) especialistas principales.] 

4.2.3    CAMBIO DEL PERSONAL CLAVE EVALUABLE 

  

El Personal Clave Evaluable ofrecido inicialmente será quien debe ejecutar el contrato. 
Excepcionalmente, en caso de requerir el cambio de personal, por razones que deben quedar 
sustentadas en el expediente del contrato, el Interventor presentará las hojas de vida del 
aspirante con sus respectivos soportes para evaluación y consideración de la Entidad en un plazo 
no mayor a cinco (5) días hábiles contados a partir de que el Contratista solicite el cambio del 
personal.  

La persona que reemplazará al profesional del Personal Clave Evaluable debe cumplir con los 
requisitos mínimos definidos en el numeral 8, literal a) de la presente invitación”, tener el año de 
experiencia específica adicional y el título de formación académica adicional, si se trata de un 
profesional por el cual se asignó puntaje. En todo caso, la Entidad se reserva el derecho de 
aceptarlos o no, sin perjuicio de que, en el evento de rechazarlo, deba motivar las razones 
objetivas y suficientes relacionadas directamente con alguna o algunas de las condiciones 
exigidas.  

4.3 FACTOR DE SOSTENIBILIDAD  

  

La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que se comprometa con el diligenciamiento del 
“Formato 12 – Factor de sostenibilidad”, a presentar sus entregables (comunicaciones, informes, 
memorias de cálculo, diseños por componentes, entre otros), siempre que aplique, en impresión 
a doble cara, asimismo utilizando papel que cuente con (i) el certificado en el Sello Ambiental 
Colombiano o (ii) reciclado o procedente de fuentes forestales sostenibles o naturales y estar 
libre de cloro elemental. De igual manera, y cuando el documento lo permita, se reutilizarán hojas 
ya usadas por una cara, por ejemplo, para evidencias de trabajo de campo.  

 Adicionalmente, el Proponente deberá contar con una política de reciclaje y/o reutilización de 
residuos o desechos generados por el funcionamiento de la empresa u oficinas, para lo cual, en 
los informes de seguimiento establecidos por la Entidad, se deberá hacer alusión a los programas 
o estrategias de reciclaje y/o reutilización de residuos o desechos.  

 Sobre este factor se exceptúan los entregables que correspondan a Medios Magnéticos o planos 
cuyo tamaño sobrepase el formato de papel “legal”. 

 El supervisor verificará el cumplimiento de este criterio y, además, comprobará, para el inicio de 
la ejecución del contrato, que el futuro Contratista entregue la ficha técnica del papel a utilizar en 
los términos antes indicados.  

4.4. APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL 

Los Proponentes pueden obtener puntaje de apoyo a la industria nacional por: i) Servicios 
Nacionales o con Trato Nacional o por ii) la incorporación de componente nacional en servicios 
extranjeros. La Entidad en ningún caso otorgará simultáneamente el puntaje por ambos 
aspectos. 



 
    

 

 

   

 

32 

Los puntajes para estimular a la industria nacional se relacionan en la siguiente tabla: 

 

Concepto Puntaje 

Promoción de Servicios Nacionales o 
con Trato Nacional 

20 

Incorporación de componente 
nacional en servicios extranjeros 

5 

4.4.1 PROMOCIÓN DE SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO NACIONAL  

En los contratos que deban cumplirse en Colombia, el servicio es nacional cuando además de 
ofertarse por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona 
jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o por un Proponente Plural 
integrado por estos o por estos y un extranjero con Trato Nacional se compromete a vincular el 
porcentaje mínimo de personal colombiano, que se desarrolla a continuación. 

En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y 
estén sometidos a la legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una 
persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica constituida 
de conformidad con la legislación colombiana o un Proponente Plural integrado por estos, sin 
que sea necesaria la vinculación de un porcentaje mínimo de personal colombiano. 

En el caso de los Proponentes extranjeros con Trato Nacional que participen en el Proceso de 
Contratación de manera singular o mediante la conformación de un Proponente Plural podrán 
determinar si aplican las reglas previstas en este numeral o si, por el contrario, deciden acogerse 
a la regla de origen de su país. Para definir la regla aplicable al proceso, el Proponente extranjero 
con Trato Nacional así lo manifestará con el diligenciamiento de la opción 2 del “Formato 7A – 
Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”. En el caso que no se escoja la opción 
2 del “Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”, la Entidad deberá 
evaluar la oferta de acuerdo con las reglas previstas en este numeral.  

Debido a la especialidad del contrato, en este Proceso de Contratación para el otorgamiento de 
puntaje no habrá bienes nacionales relevantes y, por tanto, se otorgará el puntaje de apoyo a la 
industria nacional a los Proponentes que se comprometan a vincular durante el desarrollo del 
objeto contractual un porcentaje de empleados o contratistas por prestación de servicios 
colombianos, de al menos el [la Entidad definirá el porcentaje requerido que sea por lo menos 
del cuarenta por ciento (40 %), sin perjuicio de incluir uno superior] del personal requerido para 
el cumplimiento del contrato. 

Además de la incorporación de personal colombiano requerido para la ejecución del contrato, 
tratándose de Proponentes Plurales, su composición deberá estar acorde con lo exigido por la 
noción de Servicios Nacionales prevista en el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015, o 
la norma que la modifique, sustituya o complemente, de lo que dependerá la franja del puntaje 
aplicable en lo referente al apoyo de la industria nacional.   

Para tales efectos, en la siguiente tabla se indican las posibles composiciones de Proponentes 
Plurales, la regla de origen que les aplica en virtud de dicha conformación, así como la franja de 
puntaje correspondiente: 
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4.4.1.1 ACREDITACIÓN DEL PUNTAJE POR SERVICIOS NACIONALES O CON TRATO 
NACIONAL 

La Entidad asignará hasta veinte (20) puntos a la oferta de: i) Servicios Nacionales o ii) con Trato 
Nacional.  

Para que el Proponente nacional obtenga puntaje por Servicios Nacionales debe diligenciar el 
“Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional” y, además, aportar 
alguno de los siguientes documentos, según corresponda:  

 

A. Persona natural colombiana: La cédula de ciudadanía del Proponente. 
 

B. Persona natural extranjera residente en Colombia: La visa de residencia que le 
permita la ejecución del objeto contractual de conformidad con la ley.  
 

C. Persona jurídica constituida en Colombia: El certificado de existencia y 
representación legal emitido por alguna de las cámaras de comercio del país.  
 

Para que el Proponente extranjero con Trato Nacional obtenga el puntaje por apoyo a la industria 
nacional por promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional solo deberá diligenciar el 
“Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”.  
 
Para que el Proponente extranjero con Trato Nacional que diligencie la opción 2 del “Formato 7A 
– Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional” obtenga el puntaje por Trato 
Nacional, deberá acreditar que los servicios son originarios de: a) los Estados mencionados en 
la sección de Acuerdos Comerciales aplicables al Proceso de Contratación; b) los Estados en los 
cuales si bien no existe Acuerdo Comercial, el Gobierno Nacional ha certificado que los oferentes 
colombianos gozan de Trato Nacional en los términos del artículo 2.2.1.2.4.1.3. del Decreto 1082 
de 2015; o c) los Estados miembros de la Comunidad Andina de Naciones. Para esto, deberá 

No. 
Composición del Proponente 

Plural 
Regla de origen aplicable Puntaje aplicable 

1. 
Únicamente integrantes 

colombianos 
Decreto 1082 de 2015 

Promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato 

Nacional (4.4.1) 

2. 
Colombianos en asocio con 

extranjeros con Trato Nacional 
Decreto 1082 de 2015 

Promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato 

Nacional (4.4.1) 

3. 
Únicamente integrado por 

extranjeros con Trato Nacional 

La regla de origen del país con 

el que se tenga acuerdo 
comercial o la del Decreto 1082 
de 2015. Si el Proponente Plural 

no especifica a cuál regla se 
acoge se aplicará la del Decreto 

1082 de 2015. 

Promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato 

Nacional (4.4.1) 

4. 

Proponente Plural en el que al 

menos uno de los integrantes es 

extranjero sin Trato Nacional. 

No aplica la regla de origen del 

Decreto 1082 de 2015, ni la de 

los países de origen. 

Incorporación de 

componente nacional en 
servicios extranjeros 

(4.4.2) 
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demostrar que cumple con la regla de origen contemplada para los Servicios Nacionales del 
respectivo país, allegando la información y/o documentación que sea requerida.  
  

El Proponente nacional tiene la facultad de subsanar la falta de presentación de la cédula de 
ciudadanía o del certificado de existencia y representación legal para acreditar el requisito 
habilitante de capacidad jurídica. No obstante, no podrá subsanar esta circunstancia para la 
asignación del puntaje por Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional.  

La Entidad asignará el puntaje por apoyo a la industria nacional por promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato Nacional al Proponente Plural conformado por nacionales cuando cada 
uno de sus integrantes presente alguno de los documentos indicados en este numeral, según 
corresponda. A su vez, el representante del Proponente Plural deberá diligenciar el “Formato 7A 
– Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional”. Cuando uno o varios de sus 
integrantes no cumplan con las condiciones descritas el Proponente Plural no obtendrá puntaje 
por Promoción de Servicios Nacionales o Trato Nacional. 

4.4.2 INCORPORACIÓN DE COMPONENTE NACIONAL EN SERVICIOS EXTRANJEROS 

La Entidad asignará cinco (5) puntos a los Proponentes extranjeros sin derecho a Trato Nacional 
o a los Proponentes Plurales en los que al menos uno de sus integrantes sea un extranjero sin 
derecho a Trato Nacional, que se comprometan a incorporar a la ejecución del contrato más del 
noventa por ciento (90 %) del personal técnico, operativo y profesional de origen colombiano. 

Por otro lado, el Proponente que ofrezca personal colombiano con títulos académicos otorgados 
en el exterior deberá demostrar la convalidación de estos títulos en Colombia ante el Ministerio 
de Educación Nacional. En este sentido, para acreditar los títulos académicos concedidos en el 
exterior se requiere presentar la Resolución expedida por el Ministerio de Educación Nacional 
que reconoce el título obtenido en el exterior. 

Para recibir el puntaje por incorporación de componente colombiano, el representante legal o el 
apoderado del Proponente deberá diligenciar el “Formato 7B – Incorporación de Componente 
Nacional en Servicios Extranjeros”, en el cual manifieste bajo la gravedad del juramento que 
incorporará en la ejecución del contrato más del noventa por ciento (90 %) de personal técnico, 
operativo y profesional de origen colombiano, en caso de resultar adjudicatario del Proceso de 
Contratación. 

La Entidad únicamente otorgará el puntaje por promoción de la incorporación de componente 
nacional cuando el Proponente que diligencie el “Formato 7B – Incorporación de Componente 
Nacional en Servicios Extranjeros” no haya recibido puntaje alguno por promoción de Servicios 
Nacionales o con Trato Nacional. 

El “Formato 7B – Incorporación de Componente Nacional en Servicios Extranjeros” solo debe 
ser aportado por los Proponentes extranjeros sin derecho a Trato Nacional que opten por 
incorporar personal colombiano. En el evento que un Proponente extranjero sin derecho a Trato 
a Nacional o un Proponente Plural en el que al menos uno de sus integrantes sea un extranjero 
sin Trato Nacional, en lugar del “Formato 7B – Incorporación de Componente Nacional en 
Servicios Extranjeros”, diligencie el “Formato 7A – Promoción de Servicios Nacionales o con 
Trato Nacional”, no habrá lugar a otorgar puntaje por ese criterio.   

En caso de no efectuar ningún ofrecimiento, el puntaje por este factor será de cero (0). 
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4.5 VINCULACIÓN DE PERSONAS EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD  

La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que acredite el número mínimo de personas en 
condición de discapacidad, de acuerdo con el número total de trabajadores de la planta de su 
personal, en los términos señalados en el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 de 2015.  

Para esto debe: i) diligenciar el “Error! Reference source not found. suscrito por la persona 
natural, el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, en el cual certifique el 
número total de trabajadores vinculados a la planta de personal del Proponente, o el integrante 
del Proponente Plural, a la fecha de cierre del Proceso de Contratación, ii) acreditar el número 
mínimo de personas en condición de  discapacidad en su planta de personal, de conformidad 
con lo señalado en el certificado expedido por el Ministerio de Trabajo, el cual deberá estar 
vigente a la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 

Para los Proponentes Plurales, la Entidad tendrá en cuenta la planta de personal del integrante 
del Proponente Plural que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40 %) de la experiencia 
requerida para el Proceso de Contratación. Este porcentaje de experiencia se tomará sobre el 
“Valor mínimo a certificar (como % del Presupuesto Oficial expresado en SMMLV)”, sin importar 
si la experiencia es general o específica. 

Tratándose de los Proponentes Plurales, el “Formato 6 – Vinculación de personas en condición 
de discapacidad” debe suscribirlo el integrante del Proponente Plural, ya sea el representante 
legal o revisor fiscal, según corresponda, de la persona jurídica o la persona natural, siempre que 
dicho integrante aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40 %) de la experiencia requerida 
para el Proceso de Contratación, y que además vincule el mínimo de trabajadores con 
discapacidad exigido en el Decreto 1082 de 2015.  

4.6 EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES 

La Entidad asignará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que 
acredite la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en el territorio 
nacional de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015 
o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el “Formato 13 – Acreditación de 
emprendimientos y empresas de mujeres” y aportar la documentación requerida. Si el 
Proponente debió subsanar la entrega de dicho formato y/o los documentos exigidos para probar 
esta condición será válido para el criterio diferencial en cuanto al requisito habilitante relacionado 
con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada. Sin embargo, no 
se tendrán en cuenta para la asignación de puntaje, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este 
factor de evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales, este puntaje solo se otorgará si por lo menos uno de los 
integrantes acredita la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres y tiene una 
participación igual o superior al diez por ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 

La asignación de este puntaje no excluye la aplicación del puntaje para Mipyme. 

4.7 MIPYME DOMICILIADA EN COLOMBIA 

La Entidad otorgará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que 
acredite la calidad de Mipyme domiciliada en Colombia, de conformidad con el artículo 
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2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 
2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, o la norma que lo modifique, complemente o sustituya. 

Así las cosas, para obtener el puntaje, el Proponente entregará copia del certificado del Registro 
Único de Proponentes (RUP), el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su 
presentación. Si el Proponente debió subsanar la entrega del RUP, este será válido para los 
criterios diferenciales en cuanto a los requisitos habilitantes relacionados con el número de 
contratos aportados para demostrar la experiencia solicitada y los índices de la Capacidad 
Financiera y Organizacional. Sin embargo, el certificado no se tendrá en cuenta para la 
asignación del puntaje adicional, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor de 
evaluación.  

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno (1) de los 
integrantes acredita la calidad de Mipyme y tiene una participación igual o superior al diez por 
ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 

5.2. CRITERIOS DE DESEMPATE 

En caso de empate en el puntaje total de dos o más ofertas deberán aplicarse las siguientes 
reglas de acuerdo con cada uno de los numerales, de forma sucesiva y excluyente, para 
seleccionar al Proponente favorecido, respetando en todo caso las obligaciones contenidas en 
los Acuerdos Comerciales vigentes, especialmente en materia de trato nacional: 

1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios 
extranjeros. El Proponente acreditará este factor de desempate de acuerdo con lo señalado por 
la norma y requerido en la presente invitación. Por tanto, este criterio de desempate se probará 
con los mismos documentos que se presentan para el puntaje de apoyo a la industria nacional. 
Para el caso de los Proponentes Plurales, todos los integrantes deberán demostrar el origen 
nacional de la oferta en las condiciones indicadas en los numerales anteriormente citados.  

2. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia. Su acreditación se realizará en los 
términos del parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 
1232 de 2008, o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, es decir, la condición de 
mujer cabeza de familia y la cesación de esta se otorgará desde el momento en que ocurra el 
respectivo evento y se declare ante un notario. Esta certificación debe tener una fecha de 
expedición no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la fecha del cierre del Proceso de 
Contratación y en esta deberá verificarse el cumplimiento de los requisitos indicados en el artículo 
1 de la Ley 1232 de 2008. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como 
referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada 
en la invitación.  

Igualmente, se preferirá la propuesta de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, la cual 
acreditará esta condición de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1257 de 2008 o la norma 
que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, esto es, cuando se profiera una medida de 
protección expedida por la autoridad competente. En virtud del artículo 16 de la Ley 1257 de 
2008 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, la medida de protección la debe 
impartir el comisario de familia del lugar donde ocurrieron los hechos y, a falta de este, del juez 
civil municipal o promiscuo municipal, o la autoridad indígena en los casos de violencia 
intrafamiliar en las comunidades de esa naturaleza.  

En el caso de las personas jurídicas se preferirá a aquellas en las que participen 
mayoritariamente mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, para 
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lo cual el representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, diligenciará el «Formato 10A 
– Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar (persona jurídica)», mediante el cual acreditará, bajo la gravedad del juramento, que 
más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuota parte de la persona 
jurídica está constituida por mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar. Además, deberá probar la condición indicada de cada una de las mujeres que 
participen en la sociedad, aportando los documentos que avalen el cumplimiento de los 
requisitos, de acuerdo con los dos incisos anteriores.  

Finalmente, en el caso de los Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de 
los integrantes acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este 
numeral. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 
contienen datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo 
modifique, aclare, adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las 
mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 
1581 de 2012, diligencien el «Formato 11 – Autorización para el tratamiento de datos personales» 
mediante el cual autoricen de manera previa y expresa el tratamiento de esta información, como 
requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 

3. Preferir la propuesta presentada por el Proponente que acredite en las circunstancias 
establecidas en la ley que por lo menos el diez por ciento (10 %) de su nómina está en condición 
de discapacidad, de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 361 de 1997 o la norma que lo modifique, 
aclare, adicione o sustituya, debidamente certificadas por la oficina del Ministerio del Trabajo de 
la respectiva zona, que hayan sido contratados con por lo menos un (1) año de anterioridad a la 
fecha de cierre del presente Proceso de Contratación o desde el momento de la constitución de 
la persona jurídica cuando esta es inferior a un (1) año y que manifieste adicionalmente que 
mantendrá dicho personal por un lapso igual al término de ejecución del contrato, para lo cual 
deberá diligenciar el «Formato 10 B – Vinculación de personas en condición de discapacidad». 
En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer 
el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en la invitación. 

Si la oferta es presentada por un Proponente Plural, el integrante que acredite que el diez por 
ciento (10 %) de su nómina está en condición de discapacidad, en los términos del presente 
numeral, debe tener una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en la 
estructura plural y aportar como mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia 
acreditada en la oferta.  

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata este numeral se acreditará con el 
certificado de aportes a seguridad social del último año o del tiempo de su constitución cuando 
su conformación sea inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el 
empleador.  

4. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite la vinculación en mayor 
proporción de personas que no sean beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de 
sobrevivencia y que hayan cumplido el requisito de edad de pensión establecido en la ley. Para 
ello la persona natural, el representante legal de la persona jurídica o el revisor fiscal, según 
corresponda, diligenciará el «Formato 10 C – Vinculación de personas no beneficiarias de la 
pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – (Empleador – Proponente)», mediante la cual 
certificará bajo la gravedad del juramento las personas vinculadas en su nómina y el número de 
trabajadores que no son beneficiarios de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia y que 
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cumplieron el requisito de edad de pensión. Solo se valdrá la vinculación de aquellas personas 
que se encuentren en las condiciones descritas y que hayan estado vinculadas con una 
anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir de la fecha del cierre del Proceso de 
Contratación. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se tendrá en cuenta a aquellos 
que hayan estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona jurídica. En 
caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el 
plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en el la invitación.  

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el 
certificado de aportes a la seguridad social del último año o del tiempo de constitución de la 
persona jurídica en caso de que esta sea inferior a un (1) año, en el que se demuestre los pagos 
realizados por el empleador.  

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10C – 
Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o sobrevivencia – 
(Empleador – Proponente)», mediante el cual certifique el número de trabajadores vinculados 
que son personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia, y que 
cumplieron el requisito de edad de pensión establecido en la ley, de todos los integrantes del 
Proponente. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a cualquiera de 
sus integrantes. 

En cualquiera de los dos supuestos anteriores, para el otorgamiento del criterio de desempate, 
cada uno de los trabajadores que cumpla las condiciones previstas por la ley diligenciará el 
«Formato 10 C – Vinculación de personas no beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o 
sobrevivencia (Trabajador)», mediante el cual certifica bajo la gravedad del juramento que no es 
beneficiario de pensión de vejez, familiar o sobrevivencia, y cumple la edad de pensión; además, 
se deberá allegar el documento de identificación del trabajador que lo firma. 

La mayor proporción se definirá en relación con el número total de trabajadores vinculados en la 
planta de personal, por lo que se preferirá al oferente que acredite un mayor porcentaje. En el 
caso de Proponentes Plurales, la mayor proporción se definirá con la sumatoria de trabajadores 
vinculados en la planta de personal de cada uno de sus integrantes. 

5. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite que por lo menos el diez por 
ciento (10 %) de su nómina pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palanquera, Rrom o gitana, para lo cual la persona natural, el representante legal o el revisor 
fiscal, según corresponda, bajo la gravedad del juramento, diligenciará el «Formato 10D – 
Vinculación de población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana» 
mediante el cual certifica las personas vinculadas a su nómina y el número de identificación y el 
nombre de las personas que pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palanquera, Rrom o gitana. Solo se tendrá en cuenta aquellas personas que hayan estado 
vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir de la fecha del cierre 
del proceso. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se valdrá aquellos que hayan 
estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona jurídica. En caso de 
modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de 
vigencia del certificado la fecha originalmente contemplada en la invitación.  

El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata el inciso anterior se acreditará con el 
certificado de aportes a seguridad social en el que se demuestren los pagos realizados por el 
empleador en el último año contado a partir de la fecha del cierre del proceso o del tiempo de su 
constitución cuando esta es inferior a un (1) año.  



 
    

 

 

   

 

39 

Además, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior en la 
cual acredite que los trabajadores pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, 
raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que 
lo modifique, sustituya o complemente. 

En el caso de los Proponentes Plurales, su representante legal diligenciará el «Formato 10 D – 
Vinculación de población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana», 
mediante el cual certifica que por lo menos el diez por ciento (10 %) del total de la nómina de sus 
integrantes pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o 
gitana. Este porcentaje se definirá de acuerdo con la sumatoria de la nómina de cada uno de los 
integrantes del Proponente Plural. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar 
vinculadas a cualquiera de sus integrantes. En todo caso, deberá aportar la copia de la 
certificación expedida por el Ministerio del Interior, en la cual acredite que el trabajador pertenece 
a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos 
del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 
contienen datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo 
modifique, aclare, adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información de estos, como 
son las personas que pertenecen a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palenquera, Rrom o gitana, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, 
diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento de datos personales» mediante el 
cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la información, como requisito para 
el otorgamiento del criterio de desempate. 

6. Preferir la propuesta de personas naturales en proceso de reintegración o reincorporación 
para lo cual presentará copia de alguno de los siguientes documentos: i) la certificación en las 
desmovilizaciones colectivas que expida la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, ii) el 
certificado que emita el Comité Operativo para la Dejación de las Armas respecto de las personas 
desmovilizadas en forma individual, iii) el certificado que emita la Agencia para la 
Reincorporación y la Normalización que acredite que la persona se encuentra en proceso de 
reincorporación o reintegración o iv) cualquier otro certificado que para el efecto determine la 
Ley. Además, se entregará copia del documento de identificación de la persona en proceso de 
reintegración o reincorporación. 

En el caso de las personas jurídicas, el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados 
a tenerlo, diligenciarán el «Formato 10 E- Participación mayoritaria de personas en proceso de 
reincorporación y/o reintegración (personas jurídicas)», por medio del cual certificarán bajo la 
gravedad del juramento que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o 
cuotas partes de la persona jurídica está constituida por personas en proceso de reintegración o 
reincorporación. Además, deberá aportar alguno de los certificados del inciso anterior, junto con 
los documentos de identificación de cada una de las personas que está en proceso de 
reincorporación o reintegración. 

Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando todos los integrantes sean 
personas en proceso de reincorporación, para lo cual se entregará alguno de los certificados del 
inciso primero de este numeral, y/o personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50 
%) de la composición accionaria o cuotas partes esté constituida por personas en proceso de 
reincorporación, para lo que el representante legal, o el revisor fiscal, si está obligado a tenerlo, 
diligenciarán, bajo la gravedad del juramento, el «Formato 10 E - Participación mayoritaria de 
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personas en proceso de reincorporación (personas jurídica integrante del Proponente Plural)», y 
aportará los documentos de identificación de las personas en proceso de reincorporación. 

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 
contienen datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo 
modifique, aclare, adicione o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las 
personas en proceso de reincorporación o reintegración, en los términos del literal a) del artículo 
6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento de datos 
personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de la 
información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate.  

7.  Preferir la oferta presentada por un Proponente Plural siempre que se cumplan las 
condiciones de los siguientes literales: 

(a) Esté conformado por al menos una madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, para lo cual se acreditarán estas condiciones de acuerdo con lo 
previsto en el inciso 1 del numeral 2 y/o el inciso 1 del numeral 6, de los criterios de desempate 
de la presente invitación; o por una persona jurídica en la cual participe o participen 
mayoritariamente madres cabeza de familia y/o personas en proceso de reincorporación o 
reintegración, para lo cual el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, 
diligenciará el «Formato 10 F – Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o 
personas en proceso de reincorporación o reintegración (personas jurídicas)», mediante el cual 
certifica, bajo la gravedad del juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la 
composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por madres cabeza 
de familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración. Además, deberá acreditar 
la condición indicada de las personas que participe en la sociedad que sean mujeres cabeza de 
familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración, allegando los documentos 
de cada uno de ellos, de acuerdo con lo previsto en este literal. Este integrante debe tener una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural. 

(b) el integrante del Proponente Plural de que trata el anterior literal debe aportar mínimo el 
veinticinco por ciento (25 %) de la experiencia acreditada en la oferta.  

(c) en relación con el integrante del literal a) ni la madre cabeza de familia o la persona en proceso 
de reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, ni sus accionistas, socios o 
representantes legales podrán ser empleados, socios o accionistas de otro de los integrantes del 
Proponente Plural, para lo cual el integrante persona natural o el representante legal de la 
persona jurídica de que trata el literal a) lo manifestará diligenciando el «Formato 10 F 
Participación mayoritaria de mujeres cabeza de familia y/o personas en proceso de 
reincorporación y/o reintegración».  

Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 
contienen datos sensibles de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012 o la norma que lo 
modifique, aclare, adiciona o sustituya, se requiere que el titular de la información, como son las 
personas en proceso de reincorporación y/o reintegración, en los términos del literal a) del 
artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, diligencien el «Formato 11- Autorización para el tratamiento 
de datos personales» mediante el cual autoriza de manera previa y expresa el tratamiento de 
esta información, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate.  

8. Preferir la oferta presentada por una Mipyme, lo cual se verificará en los términos del parágrafo 
del artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 
2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015. En este sentido, el tamaño empresarial se acreditará con 
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la copia del certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y 
en firme al momento de su presentación.  

Asimismo, se preferirá la oferta presentada por una cooperativa o asociaciones mutuales para lo 
cual se aportará el certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de 
comercio o la autoridad respectiva. En el caso específico en que el empate se presente entre 
cooperativas o asociaciones mutuales que tengan el tamaño empresarial de grandes empresas 
junto con micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de las cooperativas o asociaciones 
mutuales que cumplan con los criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 
de 2015 o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o 
medianas. 

 Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes 
acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. En el 
evento en que se presente empate entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén 
conformados únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de 
grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la condición de micro, 
pequeñas o medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales al 
menos uno de sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los 
criterios de clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo 
modifique, aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. 

9. Preferir la oferta presentada por el Proponente Plural constituido en su totalidad por micro y/o 
pequeñas empresas, cooperativas o asociaciones mutuales.  

La condición de micro o pequeña empresa se verificará en los términos del artículo 2.2.1.2.4.2.4 
del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 
1074 de 2015, esto es, el tamaño empresarial se acreditará con la copia del certificado del 
Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su 
presentación.  

La condición de cooperativa o asociación mutual se acreditará con el certificado de existencia y 
representación legal expedido por la cámara de comercio o la autoridad respectiva. En el evento 
en que el empate se presente entre Proponentes Plurales cuyos integrantes estén conformados 
únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes 
empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la calidad de micro, pequeñas o 
medianas, se preferirá la oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuales al menos uno de 
sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de 
clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015 o la norma que lo modifique, 
aclare, adicione o sustituya, que sean micro, pequeñas o medianas. 

10. Preferir al oferente persona natural o jurídica que acredite, de acuerdo con sus estados 
financieros o información contable con corte al 31 de diciembre del año anterior, que por lo menos 
el veinticinco por ciento (25 %) del total de sus pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas 
o asociaciones mutuales por concepto de proveeduría del oferente, efectuados durante el año 
anterior, para lo cual el Proponente persona natural y contador público; o el representante legal 
de la persona jurídica y el revisor fiscal para las personas obligadas por ley; o del representante 
legal de la persona jurídica y contador público, según corresponda, diligenciará bajo la gravedad 
del juramento el «Formato 10 G- Pagos realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones 
mutuales», en el que conste que por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) del total de pagos 
fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales.  
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Igualmente, cuando la oferta es presentada por un Proponente Plural se preferirá a este siempre 
que:  

(a) esté conformado por al menos una Mipyme, cooperativa o asociación mutual que tenga una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el Proponente Plural, para lo 
cual se presentará el documento de conformación del Proponente Plural y, además, ese 
integrante acredite la condición de Mipyme, cooperativa o asociación mutual en los términos del 
numeral 8; 

(b) la Mipyme, cooperativa o asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25 %) de 
la experiencia acreditada en la oferta; y  

(c) ni la Mipyme, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes 
legales sean empleados, socios o accionistas de los integrantes del Proponente Plural, para lo 
cual el integrante respectivo lo manifestará diligenciando el «Formato 10 H – Acreditación 
Mipyme», suscrito por la persona natural o el representante legal de la persona jurídica.  

En el evento en que el empate se presente entre Proponentes Plurales, que cumplan con los 
requisitos de los incisos anteriores, cuyos integrantes estén conformados únicamente por 
cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras 
en las que los integrantes tengan la condición de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la 
oferta de aquellos Proponentes Plurales en los cuáles al menos uno de sus integrantes sea una 
cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial 
definidos por el Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o medianas. 

11. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés 
Colectivo o Sociedad BIC, del segmento Mipyme, para lo cual se presentará el certificado de 
existencia y representación legal en el que conste el cumplimiento de los requisitos del artículo 
2 de la Ley 1901 de 2018, o la norma que la modifique o la sustituya. Asimismo, acreditará la 
condición de Mipyme en los términos del numeral 8.  

 Tratándose de Proponentes Plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes 
acredite las condiciones señaladas en el inciso anterior de este numeral. 

12. Si después de aplicar los criterios anteriormente mencionados persiste el empate: 

(a) La Entidad ordenará a los Proponentes empatados en orden alfabético según el nombre 
completo de la persona natural, la persona jurídica o el Proponente Plural. En caso de que dos 
o más proponentes tengan el mismo nombre se colocará primero en el orden a quienes hayan 
presentado primero en el tiempo sus ofertas. Una vez ordenados, le asignará un número entero 
a cada uno de estos de forma ascendente, de tal manera que al primero de la lista le corresponda 
el 1. 

(b) Seguidamente, la Entidad debe tomar la parte entera (números a la izquierda de la coma 
decimal) de la TRM que rigió el día del cierre del proceso. La Entidad debe dividir esta parte 
entera entre el número total de Proponentes en empate, para posteriormente tomar su residuo y 
utilizarlo en la selección final. 

(c) Realizados estos cálculos, la Entidad seleccionará a aquel Proponente que presente 
coincidencia entre el número asignado y el residuo encontrado. En caso de que el residuo sea 
cero (0), se escogerá al Proponente con el mayor número asignado. 

Nota 1: Los factores de desempate deberán aplicarse en armonía con los Acuerdos Comerciales 

vigentes suscritos por Colombia. De esta manera, en el evento en que el empate se presente 
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entre ofertas cubiertas por un Acuerdo Comercial, se aplicarán los factores de desempate que 
sean compatibles con los mencionados Acuerdos. 

Nota 2: Si el empate entre las propuestas se presenta con un Proponente, bien o servicio 

extranjero cuyo país de origen no tiene Acuerdo Comercial con Colombia, ni trato nacional por 
reciprocidad o con ocasión de la normativa comunitaria, se dará aplicación a todos los criterios 
de desempate previstos en el presente numeral. 

Nota 3: Conforme con el artículo 18 de la Ley 1712 de 2014 y los artículos 5 y 6 de la Ley 1581 
de 2012, la Entidad garantizará el derecho a la reserva legal de toda aquella información que 
acredita el cumplimiento de los factores de desempate de: i) las mujeres víctimas de violencia 
intrafamiliar, ii) las personas en proceso de reincorporación y/o reintegración y iii) la población 
indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana. 

De acuerdo con lo anterior, en la plataforma del SECOP no se publicará la información 
relacionada con los factores de desempate de personas en procesos de reincorporación o 
reintegración o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar o la población indígena, negra, 
afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana, puesto que su público conocimiento puede 
afectar el derecho a la intimidad de los oferentes o de sus trabajadores o socios o accionistas. 

Nota 4: Para efectos de los factores de desempate dispuestos en este numeral, se entiende por 

experiencia acreditada en la oferta, la sumatoria de los contratos que demuestren la experiencia 
general de la actividad principal, expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes 
(SMMLV).  

6. ANÁLISIS DE LOS RIESGOS EN LA CONTRATACIÓN Y LA FORMA DE MITIGARLOS 

 
La entidad estatal debe evaluar el riesgo que el proceso de contratación representa para el 
cumplimiento de sus metas y objetivos. El riesgo contractual en general es entendido como todas 
aquellas circunstancias que pueden presentarse durante el desarrollo o ejecución de un contrato 
y que pueden alterar el equilibrio financiero del mismo y ha tenido una regulación desde cinco 
ópticas, asociadas con el proceso de gestión que se requiere en cada caso. 
 
De acuerdo con la metodología de Colombia Compra Eficiente, en concordancia con el 
documento CONPES 3714, se elaboró la Matriz de Riesgos para el presente proceso de 
selección, el cual puede ser consultado en el anexo denominado matriz 3, el cual hace parte 
integral del presente estudio previo. 
 
7. GARANTÍAS QUE LA ENTIDAD CONTEMPLA EXIGIR EN EL PROCESO DE 

CONTRATACIÓN. 

 
7.2.1. Garantía de cumplimiento 

Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el Contratista deberá presentar la 
garantía de cumplimiento en original a la Entidad dentro de los tres (3) días hábiles siguientes 
contados a partir de la firma del contrato y requerirá la aprobación de la Entidad. Esta garantía 
tendrá las siguientes características: 
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Característica Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 2015, a 
saber: (i) Contrato de seguro contenido en una póliza para Entidades Estatales, (ii) 
Patrimonio autónomo, (iii) Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

DISTRITO DE SANTA MARTA 

Amparos, 
vigencia y valores 
asegurados 

 

Amparo Vigencia  Valor Asegurado 

Cumplimiento general del contrato 
y el pago de las multas y la cláusula 
penal pecuniaria que se le impongan 

Hasta la liquidación del 
contrato 

 10% del valor del 
contrato  

Pago de salarios, prestaciones 
sociales legales e 
indemnizaciones laborales del 
personal que el Contratista haya de 
utilizar en el territorio nacional para la 
ejecución del contrato 

Plazo del contrato y 
tres (3) años más. 

5% del valor del contrato  

Calidad del Servicio por los 
perjuicios derivados de la deficiente 
calidad del servicio prestado. 

Vigencia de este 
amparo debe ser igual 
al plazo de Garantía de 
estabilidad del contrato 
principal en 
cumplimiento del 
parágrafo del artículo 
85 de la Ley 1474 de 
2011. 
 
Un (1) año contado a 
partir de la fecha en la 
cual la Entidad Estatal 
recibe a satisfacción la 
obra 

10% del valor del 
contrato. 

 
 

Tomador  

 Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y 
tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido 
por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el referido 
documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa manera. 

 No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los integrantes 
del consorcio. Cuando el contratista sea una Unión Temporal o Consorcio, se debe incluir 
razón social, NIT y porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

 Para el Contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la 
garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del Contratista, para lo cual se 
deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de 
participación, quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

Información 
necesaria dentro 
de la póliza 

 Número y año del contrato  

 Objeto del contrato 

 Firma del representante legal del Contratista 

 En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento 
si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

El Contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se vea reducida por 
razón de las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como, a ampliar las garantías en los 
eventos de adición y/o prórroga del contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del 
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Contratista o su no adición o prórroga, según el caso, constituye causal de incumplimiento del 
Contrato y se iniciarán los procesos sancionatorios a que haya lugar. 

 
7.2.2. GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

El Contratista deberá contratar un seguro que ampare la Responsabilidad Civil Extracontractual 
de la Entidad con las siguientes características:  
 

Característica Condición 

Clase Contrato de seguro contenido en una póliza  

Asegurados DISTRITO DE SANTA MARTA y el Contratista. 

Tomador 

 Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social y 
tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y Representación Legal 
expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que 
en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa 
manera. 

 No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los 
integrantes del consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o consorcio, se 
debe incluir razón social, NIT y porcentaje de participación de cada uno de los 
integrantes. 

 Para el Contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, consorcio): la 
garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes de la estructura plural, para lo 
cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de 
participación, quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

Valor 300 SMLMV   

Vigencia Igual al período de ejecución del contrato. 

Beneficiarios Terceros afectados y el DISTRITO DE SANTA MARTA  

Amparos 

Responsabilidad Civil Extracontractual de la Entidad, derivada de las actuaciones, hechos 
u omisiones del Contratista o Subcontratistas autorizados. El seguro de responsabilidad civil 
extracontractual debe contener como mínimo los amparos descritos en el numeral 3º del 
artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 de 2015. 

Información 
necesaria dentro de 

la póliza 

 Número y año del contrato  

 Objeto del contrato 

 Firma del representante legal del Contratista 

 En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. 
Cumplimiento si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 

 

En esta póliza solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo del diez por ciento 
(10%) del valor de cada pérdida sin que en ningún caso puedan ser superiores a dos mil (2.000) 
SMMLV 
 
Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la Entidad, dentro del mismo 
término establecido para la garantía única de cumplimiento.  
 
Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que conlleven asunción 
de parte de la pérdida por la Entidad asegurada no serán admisibles. El contratista deberá anexar 
el comprobante de pago de la prima del seguro de responsabilidad civil extracontractual. 

ORIGINAL FIRMADO 
TIANA VIVIANA PANNEFLEK CATAÑO 

Gerencia de Infraestructura 
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